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Proposiciones

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL GOBIERNO

FEDERAL A TOMAR MEDIDAS ORIENTADAS A PROTEGER EL

SECTOR SOCIAL CAFETICULTOR, A CARGO DE LA DIPUTADA

ZAIRA OCHOA VALDIVIA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA

La cafeticultura en nuestro país es una de las activida-
des agrícolas más importantes, tanto por el número de
actores sociales que intervienen, como por los ingre-
sos y divisas que genera por concepto de consumo in-
terno como de su exportación: además de su consumo
en el mercado nacional, en el internacional hay una
gran demanda, en particular de cafés especiales que se
caracterizan por ser sustentables y amigables con el
ambiente, recolectados de forma manual y procesada
de forma artesanal, que lo convierte en un producto
que genera un importante plus valor al ser procesado,
que aprovechan grandes firmas internacionales como
Nestlé, Starbucks, Café California, Agroindustrias de
México, SA de CV (AMSA), entre otras.

El café es un cultivo de gran importancia social y eco-
nómica. México es el sexto productor mundial y se-
gundo en producción orgánica, con un promedio de
4.7 millones de sacos de 60 kilos en 349 mil 701 uni-
dades de producción en 960 municipios de 15 entida-
des de la República, que involucran a 509 mil 817 pro-
ductores; 680 mil hectáreas cultivadas en que laboran
486 mil 339 jefes de familia y que generan 4.5 millo-
nes de empleos; aporta el porcentaje más importante
del producto interno bruto (PIB) agropecuario nacio-
nal, y hasta hace poco, ocupó el segundo lugar en el
PIB nacional, sólo por debajo del petróleo.

Constituye la única fuente de ingreso en amplias re-
giones del país, muchas de alta marginación y alta vul-
nerabilidad, íntimamente ligada a pueblos originarios:
de las 350 mil unidades de producción, entre 56 y 70
por ciento están integradas por hablantes de lengua
originarias. Cualquier política de fomento debe consi-
derar las formas de organización económica, social,
cultural y política de estas comunidades.

A pesar de la relevancia del sistema-producto café,
quienes participan enfrentan graves problemas, tan-
to para realizar las actividades del ramo de actividad
en que intervienen dentro de la cadena productiva,

como en las condiciones de vida de ellos y sus fami-
lias.

Las características de la cadena productiva en cada
una de sus fases, si bien incentivan el empleo median-
te el uso intensivo de mano de obra y aportan dina-
mismo económico y estabilidad social relativos en re-
giones marginadas o con alto grado de vulnerabilidad,
perpetúan estas condiciones por el hecho de que 90
por ciento de los productores de café en cereza tienen
menos de 5 hectáreas; la mano de obra en las unidades
de producción es bajísimo y las condiciones monopó-
licas del mercado hace que los productores cuenten
con muy poca capacidad de negociación y transforma-
ción en beneficio prácticamente único de las grandes
empresas nacionales y transnacionales que lo usufruc-
túan.

Los productores padecen, además, de la invasión de
plagas que dañan las plantaciones, que no han sido su-
ficientemente atendidas con programas gubernamen-
tales para enfrentarlas, afectando severamente la cafe-
ticultura nacional, mientras países productores como
Guatemala, Costa Rica, Honduras y El Salvador, entre
otros, por conducto de sus organismos cafetaleros han
implementado importantes acciones en materia de
combate a la roya del cafeto y mejoramiento genético,
en México padecemos la infestación de dicha enfer-
medad, no contamos con suficiente semilla para aten-
der las necesidades de plantas para renovación, y no
contamos, tampoco, con un organismo público res-
ponsable de llevar adelante una política integral en la
materia.

Por lo anterior expuesto, someto a consideración de
esta asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados de la LXIV Legis-
latura del Congreso de la Unión, exhorta al gobierno
federal a declarar como situación de urgencia el com-
bate a la roya del café.

Segundo. La Cámara de Diputados de la LXIV Legis-
latura del Congreso de la Unión, exhorta al gobierno
federal a implementar una cruzada nacional interinsti-
tucional a favor de la cafeticultura, con medidas de
apoyo a las actividades de programas de empleo tem-
poral que incluya construcción y mejoramiento de in-
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fraestructura de acceso, erradicación de enfermedades,
diversificación de cultivos entre otros rubros.

Tercero. La Cámara de Diputados de la LXIV Legis-
latura del Congreso de la Unión exhorta al gobierno
federal para que, a través de las dependencias que co-
rresponda, implemente un programa emergente y per-
manente de rescate al Sistema Producto Café, que in-
cluya:

• Establecer un precio de garantía al pequeño pro-
ductor; 

• Establecer que el agroindustrial pague por adqui-
sición del café cereza el equivalente a 20 por ciento
del precio estándar por kilo de café tostado y moli-
do. 

• Un programa emergente de apoyo a productores
con extensiones menores de 5 hectáreas con crédi-
tos blandos y a la palabra.

• Incentivar con recursos de beneficio social a pro-
ductores que poseen menos de 1 hectárea y desarro-
llan el cultivo con prácticas artesanales que involu-
cran mano de obra familiar.

• Programas que incidan en la recuperación de sue-
los y reforestación de las zonas cafetaleras. 

• Acceso a cupos de exportación a quienes justifi-
quen su actividad en el esquema de pequeño pro-
ductor para facilitar su acceso a nichos especiales
de mercado o a esquemas de mercado justo.

• Garantizar justicia y equidad en el proceso de co-
mercialización en todas las fases de la cadena pro-
ductiva, para el pequeño productor que no puede in-
sertarse o competir en el libre mercado.

• Esquemas de capitalización a agroindustrias cafe-
taleras domésticas que pueden maquilar y tostar,
que satisfacen demandas locales.

• Tipificar delito federal el desvío de recursos del
sector social a empresas u organizaciones que les
den uso inadecuado. 

• Investigar empresas o figuras morales que usen in-
debidamente el registro federal de contribuyentes

de pequeños productores para colocar café en el
mercado y evadir impuestos, imponiéndoles multas
superiores a su producción de café.

Cuarto. La Cámara de Diputados de la LXIV Legisla-
tura del Congreso de la Unión, exhorta al gobierno fe-
deral a crear el Consejo Nacional para el Desarrollo
del Café, como la instancia pública nacional que atien-
da de manera integral la problemática del sector, y co-
ordine las políticas y programas que correspondan a
las diferentes dependencias en materia de producción,
sanidad vegetal, mejoramiento genético, tecnificación
de procesos, comercialización, sustentabilidad am-
biental, fortalecimiento de capacidades de negocia-
ción, entre otras.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 7 de febrero de 2019.

Diputada Zaira Ochoa Valdivia (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA AL

EJECUTIVO FEDERAL A REMITIR AL SENADO UNA TERNA

POR CADA VACANTE DE COMISIONADOS EN LA CRE PARA

SU DEBIDA DESIGNACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO HER-
NÁN SALINAS WOLBERG, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN

Hernán Salinas Wolberg, en su carácter de diputado fe-
deral, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional y secretario de la Comisión de Ener-
gía en la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a
consideración de esta honorable asamblea la proposi-
ción con punto de acuerdo, exhorto al titular del Poder
Ejecutivo federal, el presidente Andrés Manuel López
Obrador, a fin de que a la brevedad posible remita a la
Cámara de Senadores una terna por cada vacante de
comisionados en la Comisión Reguladora de Energía,
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para su debida designación en los términos del artícu-
lo 6 de la Ley de los Órganos Reguladores Coordina-
dos en materia Energética, para que se integre la tota-
lidad de los comisionados de la Comisión Reguladora
de Energía y ésta pueda sesionar y funcionar sin im-
pedimentos, en los términos del artículo 10 y demás
correlativos de la Ley de los Órganos Reguladores Co-
ordinados en Materia Energética.

Exposición de Motivos

1. En fecha 29 de enero de 2019 se confirmó la renun-
cia de la comisionada Montserrat Ramiro, efectiva al
15 de febrero de 2019, aunada a las renuncias de los
comisionados Marcelino Madrigal y Neus Peniche, y
la salida del comisionado Jesús Serrano, quien finali-
zó su periodo en la Comisión Reguladora de Energía.

2. A la fecha de elaboración del presente, únicamente
se cuenta con los Comisionados Luis Guillermo Pine-
da, Guillermo García Alcoccer y Guillermo Zúñiga.

3. En los términos del artículo 10 de la Ley de los Ór-
ganos Reguladores Coordinados en Materia Energéti-
ca, se precisa que el Órgano de Gobierno de la Comi-
sión Reguladora de Energía requiere de al menos
cuatro Comisionados para sesionar válidamente, por
lo que al no cumplir cuando menos con esa cantidad,
la Comisión Reguladora de Energía se encontraría le-
gal y materialmente paralizada.

4. Esto se traduce en que las atribuciones conferidas en
el artículo 22 de la ley en la materia quedan sin posi-
bilidad de ser debidamente ejercidas, lo que incluye
una parálisis respecto a lo siguiente:

a. Emitir sus actos y resoluciones con autonomía
técnica, operativa y de gestión, así como vigilar y
supervisar su cumplimiento;

b. Supervisar y vigilar el cumplimiento de la regu-
lación y de las disposiciones administrativas de ca-
rácter general o de carácter interno, así como las
normas oficiales mexicanas aplicables a quienes re-
alicen actividades reguladas en el ámbito de su
competencia;

c. Otorgar permisos, autorizaciones y emitir los de-
más actos administrativos vinculados a las materias
reguladas.

5. Entre otros actos de autoridad, simplemente la au-
sencia de la plenitud de los Comisionados, que además
de minar la operatividad y dinamismo del órgano re-
gulador, se atrofia el funcionamiento del país en una
época en la que se esta combatiendo el robo de hidro-
carburos y se atiende la disminución de acceso a in-
ventarios de hidrocarburos.

Considerandos

I. Como diputado federal considero de gran importan-
cia ser sensible a los acontecimientos sociales que
afectan nuestro país y nuestras localidades y ser la voz
a quien no la tiene para dar a conocer y exigir estabi-
lidad social, un adecuado funcionamiento de los entes
del estado, y garantizar el dinamismo de la economía
nacional.

II. La actividad económica y el simple traslado de per-
sonas y bienes en el país están íntimamente ligados a
la existencia de inventarios de combustible, el movi-
miento y acciones de autoridad, emisión de permisos
conforme a las normas, el funcionamiento de las NOM
aplicables.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con punto de acuerdo que exhorta al titular del Poder
Ejecutivo federal, presidente Andrés Manuel López
Obrador, para que a la brevedad posible remita a la Cá-
mara de Senadores una terna por cada vacante de co-
misionados en la Comisión Reguladora de Energía,
para su debida designación en los términos del artícu-
lo 6 de la Ley de los Órganos Reguladores Coordina-
dos en Materia Energética, a fin de que se integre la to-
talidad de los comisionados de la Comisión
Reguladora de Energía y ésta pueda sesionar y funcio-
nar sin impedimentos, en los términos del artículo 10
y demás correlativos de la Ley de los Órganos Regu-
ladores Coordinados en Materia Energética.

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, exhorta respetuosamente al titular
del Poder Ejecutivo federal, el presidente Andrés
Manuel López Obrador, a fin de que a la brevedad
posible remita a la Cámara de Senadores una terna
por cada vacante de comisionados en la Comisión
Reguladora de Energía, para su debida designa-
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ción en los términos del artículo 6 de la Ley de los
Órganos Reguladores Coordinados en Materia
Energética, a fin de que se integre la totalidad de los
comisionados de la Comisión Reguladora de Energía y
ésta pueda sesionar y funcionar sin impedimentos, en
los términos del artículo 10 y demás correlativos de la
Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Ma-
teria Energética.

Fuentes de consulta

Anguiano, D. (2018, febrero 2). Monterrey, la ciudad más conta-

minada. Extraído de 

http://www.elfinanciero.com.mx/monterrey/la-ciudad-mas-conta-

minada

Blanco, S., & Mizohata, A. (2015). Proyecto de cooperación cien-

tífica sobre mecanismos de formación de ozono, compuestos orgá-

nicos volátiles y PM2.5 y escenarios de medidas de control. Estu-

dio de Partículas Suspendidas PM2.5 en el Área Metropolitana de

Monterrey, Nuevo León (México, Instituto Nacional de Ecología y

Cambio Climático). Monterrey, Nuevo León: Secretaría de Des-

arrollo Sustentable.

Comisión Reguladora de Energía. (2016). Acuerdo por el que la

Comisión Reguladora de Energía expide la norma oficial mexica-

na NOM-016-CRE-2016, Especificaciones de calidad de los pe-

trolíferos. (México, Comisión Reguladora de Energía). Ciudad de

México: Diario Oficial de la Federación. DOF: 29 de agosto de

2016.

Consejo Nacional de Población. (2018, Enero 26). Delimitación de

las zonas metropolitanas de México 2015. Extraído de

https://www.gob.mx/conapo/documentos/delimitacion-de-las-zo-

nas-metropolitanas-de-mexico-2015. Incluye Capítulo VI. Anexo

estadístico y cartográfico: 16.03 ZM de Zamora a 32.01 ZM de Za-

catecas-Guadalupe

Inegi. (2017). Vehículos de motor registrados en circulación del

año 2017 (México, Instituto Nacional de Estadística y Geografía,

Dirección General Adjunta de Encuestas Económicas y Registros

Administrativos). Ciudad de México: Inegi.

Martinez, A. I. (2016, August 24). “Mexico to ban gasoline oxyge-

nated with ethanol in three urban centers”. Extraído de

https://www.reuters.com/article/us-mexico-oil-ethanol/mexico-to-

ban-gasoline-oxygenated-with-ethanol-in-three-urban-centers-

idUSKCN10Z2W5 Reuters.

Martínez, A., & Valdez, A. (2016). Calidad del aire en el área me-

tropolitana de Monterrey. Ciencia UANL, 77. Extraído de

http://cienciauanl.uanl.mx/?p=5391

Martínez-Cinco, M., Santos-Guzmán, J., & Mejía-Velázquez, G.

(2016). “Source apportionment of PM2.5 for supporting control

strategies in the Monterrey Metropolitan Area, Mexico”. Journal

of the Air & Waste Management Association, 66 (6), 631-642.

doi:10.1080/10962247.2016.1159259.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de febrero de 2019.

Diputado Hernán Salinas Wolberg (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA

SHCP A INCORPORAR A LOS INTEGRANTES DE LA LXIV
LEGISLATURA DE ESTA SOBERANÍA EN LA METODOLOGÍA Y

CALENDARIZACIÓN DE LOS FOROS DE CONSULTA POPULAR

POR CONVOCAR PARA ELABORAR EL PND 2019-2024, A
CARGO DE LA DIPUTADA DULCE MARÍA SAURI RIANCHO,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Los que suscriben, diputados federales integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIV Legislatura, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2,
fracción III, y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a la consideración de
la honorable asamblea la presente proposición con
punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público en su carácter de coor-
dinadora de las actividades del Plan Nacional de Des-
arrollo, a que incorpore a la brevedad a los diputados
federales de la LXIV Legislatura en la metodología y
calendarización de los Foros de Consulta Popular que
se deben convocar, para la elaboración del Plan Na-
cional de Desarrollo 2019-2024 y a que se haga públi-
ca dicha información, al tenor de las siguientes
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Consideraciones

Nuestro país tiene una larga tradición, desde antes de
la mitad del siglo XX, de buscar orientar las acciones
de gobierno y las responsabilidades del Estado, a tra-
vés de planes y programas. Destacan las experiencias
del Partido Nacional Revolucionario y del presidente
Lázaro Cárdenas del Río del Plan Sexenal de 1933,
después, el Plan de Acción Inmediata de 1962, con el
presidente Adolfo López Mateos, y el Programa de
Desarrollo Económico y Social de México para el pe-
riodo 1966-1970 del presidente Díaz Ordaz, por men-
cionar los más relevantes.

Destaca hacia el último cuarto del siglo XX, en 1976,
la reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, que creó la Secretaría de Programación
y Presupuesto, encargada de la elaboración del Plan
Global de Desarrollo, de periodo 1980-1982.

Sin embargo, en 1983 se llevaron a cabo reformas a
los artículos 25, 26 y 73, fracción XXIX-D, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para otorgarle al Estado la rectoría del desarrollo
nacional y otorgarle a la planeación, un rango consti-
tucional. Ese mismo año, se expidió, el 5 de enero, la
Ley de Planeación, creando un Sistema Nacional de
Planeación Democrática que involucra a las depen-
dencias federales, Poderes de la Unión, a los tres ór-
denes de gobierno y a la sociedad a través de sus or-
ganizaciones en dicha actividad.

Más reciente y resultado de las negociaciones de la re-
forma político-electoral de 2013-2014, el 14 de febre-
ro de 2014, se publicó en el Diario Oficial de la Fede-
ración, la reforma constitucional que le dio a la
Cámara de Diputados, la facultad exclusiva de apro-
bar el Plan Nacional de Desarrollo, dejando plazos y
formas de esa aprobación para la ley secundaria, que
en este caso es la Ley de Planeación.

El texto vigente de nuestra Carta Magna establece:

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cáma-
ra de Diputados:

(…)

VII. Aprobar el Plan Nacional de Desarrollo en el
plazo que disponga la ley. En caso de que la Cáma-

ra de Diputados no se pronuncie en dicho plazo, el
Plan se entenderá aprobado. 

Cuatro años después, el 16 de febrero de 2018, se
publicó en el Diario Oficial de la Federación el De-
creto por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de la Ley de Planeación, que
concretizó la modificación constitucional.

El texto vigente de la Ley de Planeación establece:

Artículo 5o. El Ejecutivo federal elaborará el
Plan Nacional de Desarrollo y lo remitirá a la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión pa-
ra su aprobación, en los plazos previstos en esta
ley. En el ejercicio de sus atribuciones constitu-
cionales y legales y en las diversas ocasiones pre-
vistas por esta ley, la Cámara de Diputados for-
mulará, asimismo, las observaciones que estime
pertinentes durante la ejecución y revisión del
propio plan.

Para el inicio de los trabajos de elaboración del Plan
Nacional de Desarrollo se estará a lo dispuesto en el
artículo 43 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria.

(…)

Artículo 21. El presidente de la República enviará
el Plan Nacional de Desarrollo a la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión para su aproba-
ción, a más tardar el último día hábil de febrero del
año siguiente a su toma de posesión.

La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión aprobará el Plan Nacional de Desarrollo
dentro del plazo de dos meses contado a partir de
su recepción. En caso de que no se pronuncie en
dicho plazo, el plan se entenderá aprobado en los
términos presentados por el presidente de la Re-
pública.

La aprobación del plan por parte de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión consistirá en veri-
ficar que dicho instrumento incluye los fines del pro-
yecto nacional contenidos en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. En caso de que el
Plan Nacional de Desarrollo no los incluya, la Cáma-
ra de Diputados devolverá el mismo al presidente de
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la República, a efecto de que dicho instrumento sea
adecuado y remitido nuevamente a aquélla para su
aprobación en un plazo máximo de treinta días natu-
rales.

Hasta antes de esta reforma, el Congreso podía elabo-
rar observaciones al Plan Nacional de Desarrollo, que
tenía que publicarse en el Diario Oficial de la Federa-
ción, no más allá de seis meses contados a partir de la
toma de posesión del presidente. 

Ahora bien, la reforma a la Ley de Planeación es-
tableció en su articulado transitorio, algunas ex-
cepciones y escenarios que incumben a esta admi-
nistración y al Plan Nacional de Desarrollo
2019-2024:

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. La reforma al artículo 6o. entrará en vi-
gor el 1 de abril de 2018.

Asimismo, la reforma al primer párrafo del artículo 21
entrará en vigor el 1 de octubre de 2024, por lo que el
presidente de la República que comience su man-
dato el 1 de diciembre de 2018 enviará el Plan Na-
cional de Desarrollo a la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión para su aprobación, a más
tardar el último día hábil de abril del año siguiente
a su toma de posesión.

Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, la
Comisión Permanente del Congreso de la Unión
convocará, en caso de ser necesario, a un periodo
extraordinario de sesiones de la Cámara de Diputa-
dos para que ésta apruebe dicho plan, en un plazo
máximo de dos meses, contado a partir de que haya
recibido el referido plan por parte del Ejecutivo fe-
deral.

Es importante destacar de esta reforma a la Ley de Pla-
neación, los siguientes aspectos:

• La incorporación, entre los principios conductores
de la planeación, de los conceptos del carácter laico
del Estado, la garantía de los derechos humanos y la

transversalidad en materia de interculturalidad y de
género.

• La obligación para el Ejecutivo federal de dar
cuenta a la Cámara de Diputados de la evaluación
del Plan Nacional de Desarrollo en sus informes
anuales y en los de la Cuenta Pública.

• La obligación de SHCP para elaborar el proyecto
de Plan Nacional de Desarrollo para someterlo a
consideración del presidente de la República.

• El Plan Nacional de Desarrollo debe contener, por
lo menos:

a) Diagnóstico general;

b) Los ejes generales del impulso del desarrollo
nacional;

c) Los objetivos específicos; 

d) Las estrategias para ejecutar las acciones;

e) Los indicadores de desempeño y sus metas,
que permitan dar seguimiento al logro de los ob-
jetivos definidos; y

f) Los demás elementos que se establezcan en
las disposiciones jurídicas aplicables.

• El Plan Nacional de Desarrollo debe indicar los
programas sectoriales, institucionales, regionales y
especiales que deberán ser elaborados, la sujeción
de éstos al mismo y la obligación de las dependen-
cias que los emitan para que su contenido se adecue
a una estructura similar.

De esta manera la ruta crítica, de la elaboración hasta
la publicación del Plan Nacional de Desarrollo 2019-
2024, se puede sintetizar de la siguiente forma:
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Cabe destacar que la aprobación del Plan Nacional de
Desarrollo por parte de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, consiste en:

Verificar que dicho instrumento incluye los fines del
proyecto nacional contenidos en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. 

En caso de que el Plan Nacional de Desarrollo no los
incluya, la Cámara de Diputados devolverá el mismo
al presidente de la República, a efecto de que dicho
instrumento sea adecuado y remitido nuevamente a
aquélla para su aprobación en un plazo máximo de
treinta días naturales. 

Pero también es de resaltar que, si la Cámara de Dipu-
tados no se pronuncia, existe prácticamente una afir-
mativa ficta en favor del Ejecutivo federal, para que
se apruebe el Plan Nacional de Desarrollo.

Por otra parte, debe hacerse mención que los aspectos
particulares y algunos plazos más precisos de las ac-
tividades relacionadas con la elaboración, foros de
consulta y aprobación del Plan, debían ser regulados
por el Reglamento de la Ley de Planeación, de acuer-
do con el artículo tercero transitorio de la reforma a
la Ley de Planeación, publicada el 16 de febrero de
2018:

Tercero. El Ejecutivo federal deberá expedir el re-
glamento de esta ley en un plazo no mayor a 180 dí-

as naturales contados a partir de la entrada en vigor
del presente decreto.

Lo cual no se ha llevado a cabo.

En tal sentido, se vuelve preocupante, que el tiem-
po ha avanzado y no se conoce ni la metodología, ni
el calendario, ni las formas en que se llevarán a ca-
bo las consultas a que obliga la Ley de Planeación
en el ámbito del Sistema Nacional de Planeación
Democrática, para promover: la participación y
consulta de los diversos grupos sociales, con el pro-
pósito de que la población exprese sus opiniones
para la elaboración, actualización y ejecución del
Plan Nacional de Desarrollo.

La multicitada Ley de Planeación, en su artículo 14,
establece que la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público debe: coordinar las actividades de Planeación
Nacional del Desarrollo.

Y además añade en su artículo 20 que las organiza-
ciones representativas de los obreros, campesinos,
pueblos y grupos populares; de las instituciones aca-
démicas, profesionales y de investigación de los orga-
nismos empresariales; y de otras agrupaciones socia-
les, participarán como órganos de consulta permanente
en los aspectos de la planeación democrática relacio-
nados con su actividad a través de foros de consulta
popular que al efecto se convocarán.

Y el mismo artículo 20 de la Ley de Planeación, esta-
blece que Asimismo, participarán en los mismos fo-
ros los diputados y senadores del Congreso de la
Unión.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión aprueba el siguiente

Puntos de Acuerdo 

De urgente resolución

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público en su carácter de coordinadora de las
actividades del Plan Nacional de Desarrollo 2019-
2024, y en el marco del Sistema Nacional de Planea-
ción Democrática, haga del conocimiento público la
información relacionada con la metodología y calen-
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darización de los foros de consulta popular, que deben
ser convocados en términos del artículo 20 de la Ley
de Planeación, para que las organizaciones representa-
tivas de los obreros, campesinos, pueblos y grupos po-
pulares; de las instituciones académicas, profesionales
y de investigación de los organismos empresariales; y
de otras agrupaciones sociales, participen en la elabo-
ración de dicho plan.

Segundo. Se solicita que, en la metodología y calen-
darización de los foros de consulta referidos, se inte-
gre en todas las etapas, la participación activa de dipu-
tados federales de todos los grupos parlamentarios que
tienen representación en la LXIV Legislatura del Con-
greso de la Unión.

Tercero. Se exhorta a la Conferencia para la Dirección
y Programación de los Trabajadores de la Cámara de
Diputados para que establezcan la metodología que se
desarrollará para la integración, análisis y aprobación
del Plan Nacional del Desarrollo que enviará el Ejecu-
tivo Federal. 

Fuentes Consultadas

Estructura Institucional del Sistema Nacional de Planeación De-

mocrática en https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/li-

bros/3/1009/3.pdf.

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-

posiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-

xicanos, en materia política-electoral, Diario Oficial de la Federa-

ción 10/02/2014 en 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5332025&fe-

cha=10/02/2014.

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-

posiciones de la Ley de Planeación, Diario Oficial de la Federa-

ción 16/02/2018, en https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?co-

digo=5513502&fecha=16/02/2018

Artículo 21 tercer párrafo de la Ley de Planeación

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara
de Diputados, a 7 de febrero de 2019.

Diputada Dulce María Sauri Riancho (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SFP A

VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS QUE DE-
BE REUNIR QUIEN SEA NOMBRADO DIRECTOR GENERAL DE

PEMEX, A CARGO DE LA DIPUTADA ADRIANA GABRIELA

MEDINA ORTIZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

FLa que suscribe, diputada Adriana Gabriela Medina
Ortiz, integrante de la LXIV Legislatura en la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en con fundamento en los artículos 71,
fracción II y 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, y 79
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía proposición
con punto de acuerdo por el que La Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión exhorta de manera res-
petuosa a la Secretaría de la Función Pública verifique
el cumplimiento del artículo 47 de la Ley de Petróleos
Mexicanos, específicamente de los requisitos plantea-
dos en la fracción I del artículo 20 de dicha ley y, en el
caso de que no se cumplan dichos requisitos, proceda
conforme a derecho evaluando las posibles afectacio-
nes que hubiesen dado a lugar sobre el patrimonio de
Petróleos Mexicanos, derivadas de ocupar un cargo
para el que no se cuenta con el perfil, con base en las
siguientes

Consideraciones

En fechas recientes, el Poder Ejecutivo federal ha im-
plantado una serie de acciones orientadas a combatir
los graves delitos en materia de hidrocarburos, conoci-
dos popularmente como huachicoleo, que durante
años han dañado las finanzas públicas y el patrimonio
de Petróleos Mexicanos. Estas acciones en sí mismas
son loables y se les debe respaldar en todo momento.

Sin embargo, la planeación estratégica, táctica y ope-
rativa, debe acompañarse de la experiencia y conoci-
miento técnico de los miembros del gabinete.

En este sentido, los aspectos tácticos y operativos de
una acción de la magnitud requerida para combatir el
fenómeno criminal del huachicoleo en una empresa
con el impacto estratégico de Petróleos Mexicanos,
deben estar orientados a minimizar los daños colatera-
les y el impacto en la función social, económica y co-
mercial que tiene la empresa petrolera.
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En esta tesitura, cualquier omisión o negligencia por
quienes tienen la responsabilidad de brindar informa-
ción al titular del Ejecutivo Federal y coadyuvar, di-
recta o indirectamente, en esta y cualquier otra acción
estratégica debe ser severamente sancionada por las
repercusiones que pueden derivarse en el patrimonio
de la nación y en la economía mexicana.

En los últimos días, los medios de comunicación, na-
cionales y extranjeros, han aportado importantes indi-
cios sobre probables fallas en los cálculos y planea-
ción de la estrategia para poder combatir delitos en
materia de hidrocarburos, sin dañar la labor sustantiva
de Petróleos Mexicanos, que es abastecer al país de
combustibles y asegurar que las cadenas productivas
tengan el combustible necesario y oportunamente.

En este orden de ideas, organizaciones empresariales
nacionales como la Confederación Patronal de la Re-
pública Mexicana han reportado pérdidas de hasta mil
250 millones de pesos en tres entidades federativas1.
Asimismo, se ha dado a conocer que al menos tres de
las calificadoras más importantes a nivel mundial em-
piezan a manejar la posibilidad de recortar la califica-
ción crediticia de Pemex2, lo que sin lugar a dudas se-
ría un gran golpe a nuestra petrolera y al sector
financiero de México.

La información mencionada, sumada a la falta de co-
municación asertiva, clara y confiable por parte de
quienes tienen la responsabilidad de aportar la infor-
mación institucional de Petróleos Mexicanos plantea
la posibilidad de acciones u omisiones que han empe-
orado los efectos en problemas de distribución de
combustibles en la economía legal.

Aunado a lo anterior, hay información en medios de
comunicación y en redes sociales que ha observado la
falta de preparación en finanzas, comercio internacio-
nal y específicamente en materia petrolera del director
general de Petróleos Mexicanos (Pemex). Ello, es gra-
ve pues de confirmarse esa falta de preparación, esta-
ríamos ante una de las probables explicaciones a los
costosos impactos colaterales en el transporte y el co-
mercio de varias regiones del país.

Con la intención de evitar este tipo de problemas de
conocimiento técnico y experiencia en una empresa
tan importante como Pemex, la Ley de Petróleos Me-
xicanos establece en su artículo 47 que la persona en

la que recaiga la Dirección General de Petróleos Me-
xicanos debe reunir “los requisitos señalados para los
consejeros en el artículo 20” de la misma ley. Asimis-
mo, en la fracción I del artículo 20 de la Ley de Petró-
leos Mexicanos se señala lo siguiente:

Artículo 20. Los consejeros, con excepción de los
señalados en la fracción I del artículo 15, deberán
ser designados en razón de su experiencia, capaci-
dad y prestigio profesional y reunir los requisitos si-
guientes:

I. Contar con título profesional en las áreas de de-
recho, administración, economía, ingeniería, conta-
duría o materias afines a la industria de los hidro-
carburos, con una antigüedad no menor a cinco
años al día de la designación;

II. a IV. …

…

Es decir, quien sea nombrado director general de Pe-
tróleos Mexicanos debe estar titulado por lo menos 5
años antes de su nombramiento. Sin embargo, existen
señalamientos en medios de comunicación en torno a
que el actual Director General de Petróleos Mexicanos
no tiene el perfil, ni la experiencia, ni el tiempo como
profesionista titulado que exige la ley. Aunado a ello,
la información pública sobre la cédula 112998821, a
nombre de Octavio Romero Oropeza, titulado como
Ingeniero Agrónomo con Especialidad en Agricultura
Tropical, marca como fecha de expedición el año
2018.

Derivado de todo lo anterior, hay elementos fundados
en la evidente ausencia del perfil y el desorden apa-
rente en las funciones propias de la petrolera que exi-
gen a esta soberanía, como contrapeso del Poder Eje-
cutivo Federal, solicitar la verificación de los
documentos que ha presentado el director general de
Petróleos Mexicanos para acreditar el cumplimiento
del artículo 47 de la Ley de Petróleos Mexicanos.

En consecuencia, someto a consideración de esta co-
misión permanente exhortar a la Secretaría de la Fun-
ción Pública a que verifique el cumplimiento del artí-
culo 47 de la Ley de Petróleos Mexicanos,
específicamente de los requisitos planteados en la
fracción I del artículo 20 de dicha ley y, en el caso de
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que no se cumplan dichos requisitos proceda conforme
a derecho y evalúe las posibles afectaciones al patri-
monio de Petróleos Mexicanos, derivadas de ocupar
un cargo para el que no se cuenta con el perfil.

Por lo expuesto, se somete a consideración de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta de manera respetuosa a la
Secretaría de la Función Pública a que en cumpli-
miento de la fracción XVIII del artículo 37 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, verifi-
que el cumplimiento de la fracción I del artículo 20 de
la Ley de Petróleos Mexicanos y consecuentemente
del artículo 47 de la Ley de Petróleos Mexicanos, en
cuanto al requisito que debe tener quien sea nombrado
director general de Petróleos Mexicanos de contar con
título profesional con una antigüedad no menor a cin-
co años al día de la designación. Asimismo se le ex-
horta a que, en caso de que dicho funcionario no cuen-
te con la antigüedad, proceda conforme a derecho y
evalúe las posibles afectaciones al patrimonio de Pe-
tróleos Mexicanos, derivadas la toma de decisiones al
ocupar un cargo para el que no se cuenta con el perfil
estipulado en la Ley de Petróleos Mexicanos.

Notas

1 Reporte de la BBC, disponible en: https://www.bbc.com/mun-

do/noticias-america-latina-46834506 

2 El Financiero, disponible en: 

http://www.elfinanciero.com.mx/economia/existe-riesgo-de-re-

corte-en-calificacion-crediticia-de-pemex-en-2019-barclays

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de febrero de 2019.

Diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL GOBIERNO

DE VERACRUZ A INFORMAR A LOS CIUDADANOS SOBRE EL

ACATAMIENTO A LAS SENTENCIAS DEL PODER JUDICIAL

DE LA FEDERACIÓN QUE LO OBLIGAN A PAGAR LAS PARTI-
CIPACIONES FEDERALES DEL EJERCICIO DE 2016, A CARGO

DE LA DIPUTADA NORMA AZUCENA RODRÍGUEZ ZAMORA,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

La suscrita, diputada integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática, Norma
Azucena Rodríguez Zamora, con fundamento en los
artículos 6, numeral 1, fracción I, 79, numeral 2, frac-
ción II, y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta ante esta soberanía pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes:

Consideraciones

1. El gobierno de Veracruz, encabezado entonces por
Javier Duarte de Ochoa, omitió la entrega de partici-
paciones federales correspondientes al ejercicio del
año 2016 a 109 municipios de esa entidad federativa. 

2. El monto implicado en el desvío se estima en entre
1 mil 400 y 2 mil millones de pesos presupuestados
para diversos programas, principalmente de infraes-
tructura, lo que afectó gravemente la buena marcha de
los programas de gobierno de los municipios afectados
y originó el incumplimiento de pago por parte de sus
ayuntamientos en obras contratadas conforme a dere-
cho.

3. Inconformes con tal acción del gobierno estatal, las
autoridades municipales interpusieron juicios de ac-
ción de inconstitucionalidad para reclamar la entrega
de las participaciones retenidas indebidamente.

4. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 72
sentencias expedidas en el transcurso del año 2018,
declaró fundados los agravios y otorgó la razón jurídi-
ca a los demandantes, resolviendo que el gobierno es-
tatal reparara el daño causado mediante la entrega de
las participaciones retenidas.

5. El nuevo gobierno estatal, encabezado por Cuitlá-
huac García Jiménez, que tomó posesión el 1 de di-
ciembre de 2018, emanado del partido Morena, ha si-
do omiso en el acatamiento de las sentencias referidas
pues hasta la fecha se ha negado a acatarlas cabalmen-
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te, optando por intentar, mediante presiones realizadas
en lo individual a los alcaldes, acuerdos que van en
menoscabo de la economía de los ayuntamientos.

6. El propio titular del Órgano de Fiscalización Supe-
rior (Orfis) del Congreso de Veracruz, Lorenzo Anto-
nio Portilla Vázquez, reconoció el 24 de enero que el
gobierno estatal debe acatar la resolución de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación.

El PRD hace un llamado al gobierno estatal de Vera-
cruz a actuar con apego a la normatividad y responsa-
bilidad y no de manera abusiva e interesada. 

Para la sociedad veracruzana es importante saber con
precisión, municipio por municipio, cuál es el monto
de los pagos que ya se han realizado en acatamiento a
las sentencias de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, los que siguen pendientes y el plan integral,
con fechas y cantidades programadas para acatarlas a
plenitud.

Por lo anteriormente expuesto y legalmente fundado,
solicito atentamente se apruebe la siguiente proposi-
ción con 

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados solicita al gobier-
no de Veracruz que informe con todo detalle a la ciu-
dadanía de esa entidad federativa, sobre el cumpli-
miento de las sentencias del Poder Judicial de la
Federación que le obligan a pagar las participaciones
federales del ejercicio 2016, pendientes de cubrir a di-
versos municipios de ese estado.

Segundo. Para el efecto de dar seguimiento a la mate-
ria de este punto de acuerdo, se solicita a la Comisión
de Federalismo y Desarrollo Municipal de esta Cáma-
ra que establezca un grupo de trabajo, en términos del
artículo 153 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de febrero de 2019.

Diputada Norma Azucena Rodríguez Zamora (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA LLEVAR A CABO LA IN-
VESTIGACIÓN Y ESCLARECER EL FEMINICIDIO DE LA ME-
NOR LISA MARÍA “N”, OCURRIDO EN SOMBRERETE, ZA-
CATECAS, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA ELIZABETH

DÍAZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, diputada María Elizabeth Díaz García, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción II,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
la consideración de esta honorable asamblea, la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

Tomando en cuenta que el estado de Zacatecas es una
de las 17 entidades Federativas que cuenta con Alerta
de Violencia de Género contra la Mujeres y que la es-
tadística en los feminicidios en niñas menores de edad
ha aumentado 60 por ciento en los últimos tres años,
es de suma relevancia volver hacer el urgente llamado
a las autoridades ante esta grave situación de emer-
gencia, de acuerdo con el Secretario Ejecutivo del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, en los últimos
años los feminicidios en México han aumentado 150
por ciento, no se puede seguir en la opacidad ante la-
mentables hechos como lo es el feminicidio de LISA
MARÍA, una niña de 5 años que murió por que sus de-
rechos de niña no fueron tutelados por las autoridades
responsables y convirtiéndose en una asesinada más
de las 9 mujeres a las que la cultura del machismo y la
violencia les arrancan la vida a diario.

El Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio
apunta que la mayoría de las mujeres en México han
sido asesinadas de manera brutal, encontrando sus
cuerpos en espacios públicos, evidenciando el nivel de
inseguridad que vivimos las mujeres en todas las áre-
as, así como la falta de voluntad de las autoridades e
instituciones facultadas para garantizar el acceso de
las mujeres a una vida libre de violencia, promovien-
do con ello la impunidad de los agresores y la revicti-
mización de quienes deben de transitar por los opacos
túneles del proceso judicial, fomentando la violencia
institucional en contra de aquellos que sólo buscan
justicia.
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Asimismo el Secretariado de Seguridad Pública Na-
cional documentó que de 2015 a 2017 fueron reporta-
dos 8,190 casos de mujeres asesinadas en todo el país,
de las cuales sólo 1,640 fueron investigados como fe-
minicidios, es decir a penas el 20 por ciento fue aten-
dido con los protocolos reconocidos por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, la Organización de las
Naciones Unidas y la Convención sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación contra las
Mujeres, dejando ver la poca voluntad de las Autori-
dades por darle una resolución adecuada a la situación
de violencia feminicida que estamos viviendo en Mé-
xico.

Ante la alarmante situación de violencia contra las mu-
jeres en nuestro país, la Organización de las Naciones
Unidas y la Convención sobre la Eliminación de Todas
las Formas de Discriminación contra las Mujeres han
emitido en su más reciente reporte de julio de 2018,
que México requiere adoptar medidas URGENTES pa-
ra prevenir, investigar y juzgar las muertes violentas y
desapariciones de mujeres; asimismo, la CEDAW pi-
de al Gobierno de México considerar como una cues-
tión prioritaria la violencia de género para que se in-
vestigue, enjuicie y sancione como corresponde a los
responsables, incluidos los Agentes Estatales y no esta-
tales que retarden o entorpezcan maliciosamente o por
negligencia la procuración o administración de justicia.

Por otra parte, es menester mencionar que el estado de
Zacatecas cuenta con un amplio historial de violencias
y omisiones contra las mujeres; esto a pesar de contar
con Alerta de Género en todos sus municipios, así co-
mo con un Centro de Justicia para las Mujeres, sin em-
bargo, dichos mecanismos e instituciones no se han te-
nido la capacidad para afrontar la problemática de la
violencia feminicida, es por ello que se considera de
manera urgente la evaluación y el seguimiento en ma-
teria de responsabilidades administrativas por omisio-
nes con respecto al acceso a la justicia y el Estado de
Derecho de las mujeres.

Punto de Acuerdo

Por las consideraciones antes expuestas, sometemos
los siguientes resolutivos al pleno de ésta honorable
Cámara de Diputadas y Diputados:

Primero. Se exhorta al gobernador del estado de Za-
catecas, ciudadano Alejandro Tello Cristerna y al ciu-

dadano presidente municipal de Sombrerete, ciudada-
no Manuel Alan Murillo Murillo, a que garanticen los
derechos de las niñas y los niños de su entidad federa-
tiva, así como el respeto y protección irrestricto del de-
recho de las mujeres a una vida libre de violencia, tal
como se enuncia en el artículo 2 de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia,
asimismo se les solicita que ejerzan sus facultades co-
mo Poder Ejecutivo para tomar las medidas jurídicas y
administrativas necesarias para garantizar la no repeti-
ción del hecho y el acceso a la justicia para evitar que
este caso quede en la impunidad. 

Segundo. Se exhorta a la titular del Sistema Municipal
para el Desarrollo Integral de la Familia del municipio
de Sombrerete, Zacatecas y a la Fiscalía Especializada
en Delitos contra las Mujeres por Razones de Género
del Estado de Zacatecas a que sigan los criterios de in-
vestigación emitidos por la suprema corte de justicia
de la nación en materia de feminicidios, para garanti-
zar la correcta aplicación de la perspectiva de género,
así como la ponderación del principio de interés supe-
rior del menor, a fin de garantizar la no repetición del
hecho y el acceso a la justicia para evitar que este ca-
so quede en la impunidad.

Tercero. Se exhorta a la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, para que, en sus facultades de órga-
no observador de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia y protector de los
derechos humanos en México, tome las medidas nece-
sarias para darle seguimiento y atención al caso que se
expone en el apartado de consideraciones con respec-
to al derecho humano al debido proceso, así como los
derechos de las niñas y los niños reconocidos por el
Estado mexicano. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de febrero de 2019.

Diputada María Elizabeth Díaz García (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA AL

EJECUTIVO FEDERAL A INSTRUIR A LA COORDINACIÓN

GENERAL DE PROGRAMAS PARA EL DESARROLLO Y A LOS

DELEGADOS ESTATALES A NO INTERVENIR NI PARTICIPAR

EN ACTIVIDADES O FUNCIONES RELACIONADAS CON LA

SEGURIDAD PÚBLICA Y LA NACIONAL, A CARGO DE LA DI-
PUTADA LIZBETH MATA LOZANO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PAN

La que suscribe, Lizbeth Mata Lozano, diputada de
la LXIV Legislatura e integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I, 79 numeral 2,
fracciones II y III, y 113 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, se somete a consideración de esta so-
beranía, la siguiente proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta al presidente de la
República para que instruya a la Coordinación Ge-
neral de Programas para el Desarrollo y a los dele-
gados estatales, a fin de que se abstengan de inter-
venir y participar en actividades o funciones
relacionadas con la seguridad pública y la seguri-
dad nacional, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

Está por demás demostrado que la seguridad pública
representa un tema vital para la vida política y social
en nuestro país. Hoy en día es indispensable que la
concurrencia entre la Federación, los estados y los mu-
nicipios en este asunto, sea más clara y precisa, tanto
a nivel constitucional como de legislación secundaria.
Pero es indispensable que se les respete la soberanía
en el tema a cada una de las entidades federativas del
país, como lo mandata el artículo 40 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

De este modo, el gobierno de la República decidió cre-
ar la secretaría de Estado que atienda el ramo de la Se-
guridad y la Protección Ciudadana, al mismo tiempo
se crea una nueva figura administrativa que no había
existido antes, llamada Coordinación General de Pro-
gramas para el Desarrollo, la cual estará bajo el man-
do directo del presidente de la República; esta nueva
figura tendrá a su cargo las delegaciones de programas
para el desarrollo, también una nueva figura, y quienes
sean sus titulares estarán distribuidos en toda la repú-
blica, ya que estarán como delegados federales en las
entidades federativas.

Sin embargo, al revisar los planteamientos legislativos
presentados por el Partido Movimiento de Regenera-
ción Nacional, hemos advertido errores y deficiencias
en el diseño institucional de las nuevas figuras que se
proponen, que podrían representar un riesgo para la
aplicación de las políticas públicas en materia de se-
guridad pública y seguridad nacional, incluso podría
atentar contra el artículo 40 constitucional.

Derivado de las inquietudes que generó la reciente cre-
ación de la Coordinación y de los delegados antes
mencionados, la Conferencia Nacional de Gobernado-
res (Conago) planteó al presidente Andrés Manuel Ló-
pez Obrador que la figura de los llamados “superdele-
gados” no intervenga en temas de seguridad.
Manifestaron los gobernadores, entre ellos Javier Co-
rral, que en el tema de la seguridad y el mecanismo de
coordinación, hay un consenso unánime de que esa fi-
gura no debe intervenir en asuntos de seguridad. Los
gobernadores le dejaron claro al presidente de la Re-
pública, que no están de acuerdo en que los delegados
tengan funciones en materia de seguridad.

En consecuencia, el presidente de la República mani-
festó a los gobernadores que los delegados federales
no decidirán en temas de seguridad pública locales, ya
que la responsabilidad de la seguridad de los estados
es del gobernador. Manifestando, además, que en caso
de que se formalizara la Guardia Nacional, habrá un
ejercicio de coordinación con quien sea el responsable
únicamente.

Sin embargo, las declaraciones hechas por el presiden-
te de la República no garantizan que se cumpla, es de
ese modo, que se debe fortalecer la petición e insistir
en que los responsables de la coordinación y de las de-
legaciones, no intervendrán en materia de seguridad
pública, ni en seguridad nacional. 

Gran parte de la preocupación se deriva de las recien-
tes reformas a la Ley Orgánica de la Administración
Federal, en la cual quedaron establecidas las nuevas fi-
guras ya mencionadas, en el artículo 17 Ter, que a la
letra dice: “El Poder Ejecutivo federal contará en las
entidades federativas con las delegaciones de progra-
mas para el desarrollo que tendrán a su cargo la coor-
dinación e implementación de planes, programas y ac-
ciones para el desarrollo integral, funciones de
atención ciudadana, la supervisión de los servicios y
los programas a cargo de las dependencias y entidades,
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así como la supervisión de los programas que ejercen
algún beneficio directo a la población, de conformidad
con los lineamientos que emitan la Secretaría de Bien-
estar y la Coordinación General de Programas para el
Desarrollo…”.

El mencionado artículo no encomienda atribuciones
en materia de seguridad, pero al no especificar funcio-
nes específicas y dejarlo a programas y lineamientos,
queda muy abierto a lo que se emita con posterioridad,
quedando a discrecionalidad del Ejecutivo, incluso del
coordinador de Programas para el Desarrollo, las fun-
ciones y atribuciones que correspondan a delegados
correspondientes, siendo un riesgo la garantía sobera-
na de las entidades federativas.

De este modo, me sumo a las peticiones que han reali-
zado los gobernadores de las entidades federativas, pa-
ra que el presidente de la República instruya a la Co-
ordinación General de Programas para el Desarrollo y
a los delegados estatales de programas para el des-
arrollo, a fin de que se abstengan de intervenir y parti-
cipar en actividades o funciones relacionadas con la
seguridad pública y la seguridad nacional.

En Acción Nacional nos caracterizamos por ser una
oposición responsable, y es así que nos manifestamos
en beneficio de la soberanía y de mantener el Estado
federal que desde hace mucho tiempo caracteriza a
nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión hace un atento y respetuoso exhorto
al presidente de la República, Andrés Manuel López
Obrador, para que instruya a la Coordinación General
de Programas para el Desarrollo y a los delegados es-
tatales de programas para el desarrollo, a fin de que se
abstengan de intervenir y participar en actividades o
funciones relacionadas con la seguridad pública y la
seguridad nacional.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 7 de febrero de 2019.

Diputada Lizbeth Mata Lozano (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA A LA

SE Y PEMEX A HACER PÚBLICA LA INFORMACIÓN REFE-
RENTE A LOS CONTRATOS ASIGNADOS PARA EL TRANSPOR-
TE TERRESTRE DE COMBUSTIBLES, LAS EMPRESAS BENEFI-
CIADAS, LOS COSTOS POR DERIVARSE DE LA NUEVA

MODALIDAD DE TRASLADO Y LA FORMA EN QUE SE PAGA-
RÁN, Y EL EFECTO FINAL DEL COSTO DE PRODUCCIÓN DE

LA GASOLINA, A CARGO DEL DIPUTADO HÉCTOR YUNES

LANDA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El que suscribe, Héctor Yunes Landa, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional en la LXIV Legislatura, con fun-
damento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79,
numeral 2, fracción II, y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de la honorable asamblea la presente proposi-
ción con punto acuerdo por el que se exhorta a la
Secretaría de Energía (SE) y a Petróleos Mexicanos
(Pemex), para que informe al público todo lo relacio-
nado con los contratos asignados para el transporte de
combustibles por vía terrestre, las empresas beneficia-
das, así como los costos que se derivarán de esta nue-
va modalidad de transporte y la forma en que se paga-
rán, y el impacto final del costo de producción de la
gasolina. De igual manera, se solicita al gobierno de la
República que informe al público acerca de las condi-
ciones en que fueron compradas las 671 pipas, de ma-
nera que se pueda constatar que fueron adquiridas de
acuerdo a lo dispuesto en la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y a la
demás legislación aplicable. Por último, se exhorta a la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes para que
modifique los ordinales cuarto y sexto, ambos del
acuerdo por el que se establece la modalidad en el ser-
vicio de autotransporte federal de carga de hidrocar-
buros aplicable para la empresa productiva del estado
denominada Petróleos Mexicanos y sus empresas pro-
ductivas subsidiarias o filiales, de tal forma que se pro-
híba el uso de llantas unitarias de base ancha y de trac-
tocamiones articulados con configuración
tractocamión-semirremolque tipo autotanque, en el
transporte de hidrocarburos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El robo de combustible se ha convertido en uno de los
delitos que más han afectado a la economía y la socie-
dad mexicana, de hecho, se calcula que es la segunda
actividad ilícita más lucrativa para el crimen organiza-
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do, sólo después del narcotráfico. De acuerdo con el
Colectivo de Análisis de Seguridad con Democracia
(Casede), en sus periodos de mayor éxito, puede ser
hasta más redituable que las drogas.1

En este escenario, no cabe duda de que el combate al
“huachicol”, como también se le conoce a este delito,
debe ser una prioridad, sin embargo, la estrategia no
debe afectar el bienestar de la población ni poner en
riesgo la estabilidad y las actividades económicas de
nuestro país.

Pese a ello, el plan para combatir el robo de combusti-
ble, presentado por el Presidente Andrés Manuel Ló-
pez Obrador en diciembre pasado, ya ha demostrado
sus limitaciones. La estrategia de cerrar las válvulas de
diversos ductos de Pemex y abastecer a las gasolineras
a través de transporte de carga terrestre (pipas), oca-
sionó una fuerte crisis de desabasto de combustible en
más de diez entidades del país, algunas de éstas aún
sin poder remediarlo.

Entre los estados que fueron más afectados por el des-
abasto de combustible se encuentran la Ciudad de Mé-
xico, Guanajuato, Puebla, Michoacán, Guerrero, Jalis-
co, Hidalgo, Tamaulipas y el estado de México.

La escasez de combustible afectó la vida diaria de mi-
les de mexicanos que utilizan sus vehículos para tras-
ladarse a sus lugares de trabajo, escuelas, hospitales y
otros destinos. También ha afectado a los trabajadores
del transporte, quienes tuvieron que esperar durante
varias horas en las estaciones de servicio para comprar
gasolina.

Los representantes de la Confederación Patronal de la
República Mexicana (Coparmex) y la Cámara Nacio-
nal de la Industria de la Transformación (Canacintra)
reportaron afectaciones a la industria y el sector em-
presarial por el desabasto de combustible. En el estado
de Guanajuato, por ejemplo, líderes empresariales ma-
nifestaron que 90 por ciento de las empresas de la en-
tidad se vieron afectadas por esta situación.2

De volverse una constante esta situación, se puede po-
ner en riesgo a la planta productiva del país, el abasto
de diversos productos, el sector de exportaciones, el
comercio interno, la estabilidad macroeconómica e,
incluso, la seguridad alimentaria del país.

Aunado a las afectaciones y riesgos causados por el
desabasto de combustibles, es preciso mencionar que
en esta nueva estrategia, el gobierno federal ha actua-
do con opacidad en temas de gran relevancia, entre es-
tos, lo concerniente a la nueva modalidad de transpor-
te para el abastecimiento de las gasolineras.

De acuerdo con información oficial de Pemex, la em-
presa cuenta con 17 mil kilómetros de ductos y 74 ter-
minales de almacenamiento y despacho, sin embargo,
solamente cuenta con 520 carros tanque y mil 485 pi-
pas para el reparto de combustibles vía terrestre.3

Basta señalar que, según el presidente de la Asociación
Mexicana de Empresarios Gasolineros (Amegas), Pa-
blo González, sólo en Guadalajara se necesitan 400 pi-
pas diarias para la distribución de combustibles, pero
Pemex sólo cuenta con 68 unidades para abastecer a
500 estaciones de servicio en todo el estado de Jalis-
co.4

Por su parte, el especialista del sector petrolero de
Grupo Caravia y Asociados, Ramsés Pech, señaló que,
con la capacidad de transporte terrestre de Pemex, se
estaría cubriendo apenas 12 por ciento de los petrolí-
feros trasladados.

Los contrastes y las estadísticas de distribución por ca-
da entidad, muestran que la capacidad en medios de
transporte de Pemex es insuficiente para cubrir las ne-
cesidades de distribución de combustibles, lo que hace
evidente la necesidad de contratar empresas privadas
para garantizar el abastecimiento.

La secretaria de Energía, Rocío Nahle, señaló que pa-
ra esta crisis el gobierno federal renta unas 3 mil 400
pipas a empresas privadas para coadyuvar en el trans-
porte y abasto de combustibles,5 sin embargo, no ha
comentado qué empresas son las beneficiadas, así co-
mo bajo qué términos han sido contratadas.

Pemex y el gobierno federal tienen la obligación de
dar a conocer cuáles son las empresas que resultarán
beneficiadas de la nueva estrategia para el combate
contra el robo de combustibles.

Es preocupante la forma cómo se toman las decisiones
y se difunden las estrategias, sobre todo, por las con-
secuencias que tienen en el sector productivo. La im-
precisión y los vacíos de información que se dieron
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respecto al desabasto provocaron una gran incertidum-
bre entre la población.

Es importante destacar que la Comisión Reguladora de
Energía (CRE) señala que la distribución de combus-
tible a través de pipas es 14 veces más caro que por
medio de los ductos ya existentes.6

Lo que lleva a preguntarse, ¿A cuánto ascenderá el
costo total de la nueva estrategia de combate al robo de
combustible? Comenzando por los costos de traslado,
el resguardo de los ductos, la vigilancia de las pipas
durante su trayecto y los contratos a empresas privadas
para el transporte de los combustibles.

Debido al incremento del costo de transporte y el
arrendamiento de pipas ¿quién asumirá todos esos cos-
tos?

Asimismo, en enero del presente año, integrantes del
gabinete federal viajaron a los Estados Unidos de
América (EUA) para comprar 671 pipas, por un mon-
to de 92 millones dólares, para la distribución de com-
bustible. Con ello, supuestamente, se incrementará la
capacidad en 200 mil barriles y así resolver el proble-
ma de desabasto.

El aumento de la circulación de este tipo de transporte
representa un riesgo latente para los cientos de miles
de automovilistas que a diario transitan por nuestras
carreteras y autopistas nacionales.

En México hay 161 mil 365 kilómetros de carreteras,
de los cuales 151 mil 601 kilómetros corresponden a
carreteras libres de pago y 9 mil 764 kilómetros de
cuota.

Los datos más recientes, contenidos en el Anuario Es-
tadístico de Accidentes en Carreteras Federales y ela-
borado por la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes (SCT) y el Instituto Mexicano del Transporte,
arrojan que los vehículos de carga causaron 3 mil 383
siniestros, tan solo en 2017.7

Desde 2014, como senador de la República, alcé la
voz para solicitar la regulación de estas unidades dado
el número de vidas que han cobrado, razón por la cual
presenté un punto de acuerdo solicitando robustecer la
reglamentación correspondiente a los transportes de
carga contenida en la Norma Oficial Mexicana 012-

SCT-2-2008, misma que fue actualizada en 2016 de
forma satisfactoria y entrando en vigor el 24 de febre-
ro de 2016.

El 30 de enero del presente año, se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación el acuerdo por el que se es-
tablece la modalidad en el servicio de autotransporte
federal de carga de hidrocarburos aplicable para la em-
presa productiva del Estado denominada Petróleos
Mexicanos y sus empresas productivas subsidiarias o
filiales, en su ordinal cuarto permite el uso de tracto-
camiones articulados con configuración tractocamión-
semirremolque tipo autotanque.

Sin embargo, permitir que las pipas de Pemex circulen
cargadas de combustible, no sólo resulta violatorio, si-
no que representa un enorme riesgo para los cientos de
miles de personas que a diario circulan por nuestras
carreteras nacionales.

La norma debe aplicarse sin distingos, sea Pemex o
quien sea. Nada ni nadie por encima de las leyes ni de
las regulaciones.

Si lo permitimos seremos corresponsables de que cien-
tos de Tlahuelilpan se repitan en nuestras vías de co-
municación por una mala decisión burocrática, por un
grave error en una compra del gobierno al momento de
adquirir las pipas.

Asimismo, el pasado 1 de febrero, la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación una modificación al acuerdo por
el que se establece la modalidad en el servicio de au-
totransporte federal de carga de hidrocarburos aplica-
ble para la empresa productiva del Estado denominada
Petróleos Mexicanos y sus empresas productivas sub-
sidiarias o filiales.

En este cambio, se modifica el ordinal sexto, el cual
dispone que el autotransporte federal de carga de hi-
drocarburos que sean autorizados por Petróleos Mexi-
canos, sus subsidiarias y filiales deberán ajustarse a lo
siguiente:

“I. Tener una capacidad máxima de 43 mil litros y
contar con llantas unitarias de base ancha, siempre
y cuando su capacidad de carga sea de al menos 4.5
toneladas por llanta, es decir, 9.0 toneladas por eje,
o8
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“II. Tener una capacidad de 42 mil litros y contar
con llantas unitarias de base ancha, siempre y cuan-
do su capacidad de carga sea de al menos 4.4 tone-
ladas por llanta, es decir, 8.8 toneladas por eje, o”9

“III. Tener una capacidad de 41 mil litros y contar
con llantas unitarias de base ancha, siempre y cuan-
do su capacidad de carga sea de cuando menos 4.3
toneladas por llanta, es decir, 8.6 toneladas por
eje.”10

Con lo anterior, se viola lo dispuesto en la Norma Ofi-
cial Mexicana de Pesos y Dimensiones (NOM 012) vi-
gente, ya que ésta permite el uso de llantas súper sen-
cillas o base ancha, exceptuando al transporte de
materiales y residuos peligrosos. Es necesario que la
normatividad sea clara y homogénea para este tipo de
actividades tan peligrosas para la ciudadanía.

Por lo antes expuesto, exigimos que el problema del
desabasto de gasolina, no se convierta en una constan-
te. No podemos permitir que una situación así se nor-
malice y se repita a lo largo del año. Lo que está en
juego es el desarrollo y la economía nacional, así co-
mo el bienestar de todos los mexicanos. 

Así también exigimos que se transparenten los contra-
tos que se están asignando para el transporte y abaste-
cimiento de combustibles, los beneficiarios, así como
el costo total de esta nueva estrategia.

De igual manera, le solicitamos al gobierno de la Re-
pública que informe al público acerca de las condicio-
nes en que fueron compradas las 671 pipas, de mane-
ra que se pueda constatar que fueron adquiridas de
acuerdo a lo dispuesto en la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y a la
demás legislación aplicable.

Por último, solicitamos a la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes para que modifique los ordinales
cuarto y sexto, ambos del acuerdo por el que se esta-
blece la modalidad en el servicio de autotransporte fe-
deral de carga de hidrocarburos, aplicable para la em-
presa productiva del Estado denominada Petróleos
Mexicanos y sus empresas productivas subsidiarias o
filiales, de tal forma que se prohíba el uso de llantas
unitarias de base ancha y de tractocamiones articula-
dos con configuración tractocamión-semirremolque ti-
po autotanque, en el transporte de hidrocarburos.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consi-
deración de esta soberanía la siguiente proposición
con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta al Ejecutivo federal, a la Se-
cretaría de Energía y a Petróleos Mexicanos, para que
informe al público todo lo relacionado con los contra-
tos asignados para el transporte de combustibles por
vía terrestre, las empresas beneficiadas, así como los
costos que se derivarán de esta nueva modalidad de
transporte y la forma en que se pagarán, y los protoco-
los de seguridad para no poner en riesgo a los mexica-
nos que circulan por las carreteras del país.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta al Ejecutivo federal, a la
Secretaría de Energía y a Petróleos Mexicanos, para
que informe al público acerca las características técni-
cas, así como la información relacionada con las con-
diciones en que fueron compradas las 671 pipas, de
manera que se pueda constatar que fueron adquiridas
de acuerdo a lo dispuesto en la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y a la
demás legislación aplicable.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, para que modifique los ordi-
nales cuarto y sexto, ambos del acuerdo por el que se
establece la modalidad en el servicio de autotranspor-
te federal de carga de hidrocarburos, aplicable para la
empresa productiva del Estado denominada Petróleos
Mexicanos y sus empresas productivas subsidiarias o
filiales, de tal forma que se prohíba el uso de llantas
unitarias de base ancha y de tractocamiones articula-
dos con configuración tractocamión-semirremolque ti-
po autotanque, en el transporte de hidrocarburos.

Notas

1 https://www.elnuevoherald.com/noticias/mundo/america-lati-

na/article148773499.html

2https://www.google.com/search?rlz=1C1CAFB_enMX815MX8

15&ei=z9Y3XNqGPMq1tgXTy6DAAQ&q=90%25+de+las+em-

presas+en+guanajuato+afectadas&oq=90%25+de+las+empre-
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3 http://www.pemex.com/nuestro-negocio/logistica/Paginas/De-

fault2.aspx#.XDf1dVVKiM-

4 https://www.dineroenimagen.com/economia/sale-mas-caro-

transportar-el-combustible-en-pipas-que-por-ductos/105988

5 http://www.elfinanciero.com.mx/nacional/desabasto-durara-lo-

que-sea-necesario-nahle

6 https://www.dineroenimagen.com/economia/sale-mas-caro-

transportar-el-combustible-en-pipas-que-por-ductos/105988

7https://imt.mx/archivos/Publicaciones/DocumentoTecnico/dt74.p

df

8 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5549448&fe-

cha=01/02/2019

9 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5549448&fe-

cha=01/02/2019

10https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5549448&fe

cha=01/02/2019

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de febrero de 2019.

Diputado Héctor Yunes Landa (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL EJECUTIVO

FEDERAL A REVOCAR LOS DECRETOS QUE PRIVATIZAN Y

CONCESIONAN EL USO DE LAS AGUAS DE LAS CUENCAS HÍ-
DRICAS DEL PAÍS, A CARGO DE LA DIPUTADA ANA PRISCI-
LA GONZÁLEZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MOVIMIENTO CIUDADANO

La que suscribe, Ana Priscila González García, diputada
federal de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión e integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 3, numeral 1,
fracción XIX; 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2,
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta asamblea el presente
punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 6 de junio, el expresidente Enrique Peña
Nieto, en un acto unilateral, firmó 10 decretos, por el
que se eliminan las vedas de 300 cuencas hidrológicas,
que equivalen al 55 por ciento de lagos y ríos del país.
En síntesis, los decretos disponen eliminar las vedas
de explotación en las cuencas hídricas, lo que signifi-
ca, que ya no habrá impedimentos para la extracción
del agua. En lugar de la prohibición total de su apro-
vechamiento, se establecen “zonas de reserva de aguas
para los usos doméstico, urbano industrial y para con-
servación ecológica en las cuencas hidrológicas”.

El gobierno del presidente Enrique Peña Nieto decidió
cambiar el régimen de prohibición y restricción de uso
absoluto de las aguas nacionales, por un régimen jurí-
dico de reservas, en donde el gobierno decide a quién
otorgarle permiso para la explotación de los recursos
hídricos. Las cuencas hidrológicas que se ven afecta-
das por estos decretos son las siguientes: Grijalva-
Usumacinta, Papaloapan, Pánuco, Costa Chica de
Guerrero y Costa Grande de Oaxaca, San Fernando
Soto la Marina; Santiago, Actopan-Antigua Costa de
Jalisco y Ameca.

Lo cierto es que, con la entrada en vigor de los 10 de-
cretos, la Conagua tiene la facultad de garantizar los
volúmenes de agua que exigen las empresas mineras,
petroleras y a las grandes industrias, a costa de los de-
rechos de los pueblos indígenas, de los núcleos agra-
rios, las comunidades rurales y los habitantes de las
ciudades. 
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Es importante señalar que tres meses después de la fir-
ma de los decretos, se promulgó el acuerdo por el que
se crea la plataforma Conagua digital, que permite que
los usuarios de aguas nacionales puedan presentar de
una manera sencilla sus solicitudes y da certeza sobre
el estatus de su trámite, pues podrán darle seguimien-
to electrónicamente.

En la práctica, Conagua digital otorgará las concesio-
nes del agua hasta por 30 años, en un “click”, sin los
filtros y controles que actualmente existen. Es preocu-
pante la discrecionalidad con que se darán automática-
mente las concesiones. Esta plataforma además de po-
co transparente, es excluyente. Los grupos vulnerados
como los campesinos y pueblos originarios, no tienen
internet o se les dificulta el acceso.

El agua es un bien nacional, no una mercancía, la so-
ciedad civil ha mostrado un rotundo rechazo al cambio
de régimen de veda por el de reserva y por supuesto;
por la implementación de la plataforma Conagua digi-
tal.

Los partidos políticos también adoptaron una postura
clara: el coordinador del grupo mayoritario en la Cá-
mara de Diputados, Mario Delgado, exigió suspender
la entrada en vigor porque acelera el proceso de priva-
tización y busca trasladar beneficios públicos a parti-
culares, por su parte, el coordinador de Morena en el
Senado, Ricardo Monreal, el pasado 15 de octubre en-
tregó una solicitud al en ese entonces, secretario de
Gobernación, dirigida al expresidente para que revo-
que los decretos antes mencionados.

La postura de Movimiento Ciudadano es contundente:
sí a la transparencia y rendición de cuentas en la ges-
tión de los recursos hídricos y no a la privatización del
agua.

Por último, el 16 de octubre del año pasado, la Junta
de Coordinación Política sometió a consideración del
pleno de la Cámara de Diputados el punto de acuerdo
de urgente y obvia resolución, que fue aprobado por
unanimidad y que desafortunadamente, las autorida-
des competentes no han remitido contestación. A con-
tinuación, cito los resolutivos:

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión solicita al Ejecutivo federal la revo-
cación de los decretos y acuerdos publicados en el

Diario Oficial de la Federación en los meses de junio
y octubre del año en curso, los cuales, otorgan conce-
siones para la extracción de agua.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión solicita al titular de la Comisión Na-
cional del Agua que haga público el estado que guarda
la dependencia a su cargo y explique a la ciudadanía
bajo el principio de transparencia y máxima publici-
dad el estado de las cuencas nacionales y el acceso hu-
mano al agua durante la presente gestión y en particu-
lar sobre los alcances de los decretos y acuerdos
citados en el numeral anterior.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión solicita a la Comisión Nacional del
Agua que informe a esta soberanía las acciones em-
prendidas derivadas de los decretos de reserva de
agua, publicados en el Diario Oficial de la Federación
durante el periodo de gobierno 2013-2018, a través de
las obras, servicios, contratos, concesiones, arrenda-
mientos, y adquisiciones, que se hayan celebrado.

No obstante, ante la presión ejercida por la sociedad
civil, el expresidente Enrique Peña anunció que se re-
trasaría la entrada en vigor de la plataforma Conagua
digital, argumentando que el nuevo sistema requiere
de manera obligatoria contar con la Firma Electrónica
Avanzada (FIEL), emitida por el Servicio de Adminis-
tración Tributaria (SAT), y que algunos de los usuarios
de aguas nacionales no cuentan con ella, por lo que se
emitió un acuerdo para postergar el inicio de opera-
ciones del sistema por seis meses, venciendo el plazo
en abril de 2019.

A pesar de la postura de Morena, y pasado dos meses
de funciones del nuevo gobierno, el presidente Andrés
Manuel López Obrador, tampoco ha revocado los de-
cretos, y la titular de Conagua no ha suspendido el pro-
grama de Conagua digital. 

Es urgente tomar cartas en el asunto y parar de una
vez, el inicio de la privatización de los recursos hídri-
cos en México. La permisibilidad para la sobreexplo-
tación de los recursos hídricos, no es la solución para
garantizar a todos los mexicanos el acceso al agua. 

Si las industrias, para continuar con sus operaciones,
necesitan certeza jurídica en el abastecimiento del
agua, entonces, lo correcto es que limpien las aguas
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que usan. La transparencia y rendición de cuentas en
la gestión de los recursos hídricos, debe ser el eje de
todos los trámites y actos jurídicos del gobierno.

Atendiendo a que el acceso al agua es un derecho hu-
mano consagrado en el artículo 4o. constitucional, y,
por lo tanto, no se concesiona ni se condiciona.

Con la finalidad de cesar los efectos jurídicos de los
decretos que eliminan las vedas en 10 cuencas hídricas
del país, y que convierte las aguas nacionales en mer-
cancía para el mayor postor, someto a consideración
los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión solicita respetuosamente al presi-
dente constitucional de México, licenciado Andrés
Manuel López Obrador, revocar los decretos de fecha
6 de junio de 2018, por los que se pretenden privatizar
el agua, al cambiar el régimen de prohibición por el de
reserva, para concesionar el aprovechamiento del agua
de las cuencas hídricas.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión solicita respetuosamente a la ti-
tular de la Comisión Nacional del Agua, doctora Blan-
ca Jiménez Cisneros, suspender el programa Conagua
digital y hacer público el estado que guarda la depen-
dencia a su cargo y explique a la ciudadanía bajo el
principio de transparencia y máxima publicidad, el es-
tado de las cuencas hídricas.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de febrero de 2019.

Diputada Ana Priscila González García (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA A LOS

ALCALDES DEL PAÍS A INSTALAR EL SISTEMA MUNICIPAL

ANTICORRUPCIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO EMMANUEL

REYES CARDONA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRD

Quien suscribe; diputado Emmanuel Reyes Carmona,
en nombre del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática en la LXIV Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 6, fracción I, y 79, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente proposición
con base en las siguientes

Consideraciones

De acuerdo con el Plan Nacional de Paz y Seguridad,
presentado por el Presidente Andrés Manuel López
Obrador, en el que exponen de manera puntual los pa-
radigmas en materia de seguridad pública que se han
aplicado en los sexenios anteriores, y que no han obte-
nido los resultados esperados; es necesario dar paso a
una serie de mecanismos que permitan restablecer la
paz y seguridad nacional.

Sabemos que la violencia, la inseguridad, la impuni-
dad y la violación grave a los derechos humanos que
padece el país es el síntoma de una crisis profunda, por
ello, es necesario tomar las medidas que permitan co-
laborar con la estrategia que ha propuesto esta admi-
nistración pública federal y así restablecer el estado de
derecho.

Una de las primeras acciones que se presentan en el
Plan Nacional de Paz y Seguridad es erradicar la co-
rrupción y reactivar la procuración de justicia.

La corrupción en México se ha hecho un habitual en la
alfombra roja de los rankings de corrupción a nivel
mundial. Es nuestro deber trabajar de manera conjun-
ta para dar soluciones eficaces.

Pues recientemente, en el informe presentado por
Transparencia Internacional 2018, México cayó tres
lugares, ubicándose en el lugar 138 de 180 países.

Los 28 puntos en los que México obtuvo en la escala
de 0 a 100 del IPC 2018 de Transparencia Internacio-
nal, lo colocan en el último lugar entre los miembros
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de la Organización para la Cooperación y Desarrollo
Económico (OCDE), quedando por debajo de países
como Grecia o Hungría, que en años recientes enfren-
taron problemas severos de gobernabilidad y viabili-
dad económica.

Lo cual deja a México apenas por encima de Guate-
mala y Nicaragua, países que enfrentan severas crisis
de gobernabilidad democrática.

Para reducir la corrupción es una condición clave
construir una sociedad justa y equitativa, y combatirla
eficazmente permite fortalecer las iniciativas de des-
arrollo, la promoción de derechos humanos y liberta-
des.

La participación de los ciudadanos en el combate a la
corrupción da empuje a la gobernanza, entendida ésta
como la gestión de los asuntos públicos fundada sobre
la participación de la sociedad civil a todos sus niveles
nacional, local, regional e internacional.

Por ello, no debemos dejar de lado el papel preponde-
rante que juegan los municipios en esta lucha en el
combate a la corrupción. Pues los ayuntamientos son
el órgano de gobierno más cercano al ciudadano y cu-
yos resultados, buenos o malos, se resienten de forma
directa en el día a día.

Es sabido por los ciudadanos que las administraciones
municipales tienen un problema en común: la corrup-
ción, en especial en los rubros de obras públicas, pago
del predial, introducción o regularización de servicios
(pavimentación, alumbrado, parques y jardines) per-
misos y licencias, contratación de personal, entre
otros.

Derivado de lo anterior es necesario armonizar tanto
en el marco normativo de los municipios como en la
práctica el Sistema Municipal Anticorrupción.

De acuerdo con el marco jurídico internacional, la
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción, establece que los distintos órganos de gobierno
incluidos los municipios deberán: 1. Implementar po-
líticas y buenas prácticas anticorrupción (artículo 5);
2. Adoptar sistemas de convocatoria, contratación, re-
tención, promoción y jubilación de empleados públi-
cos y de funcionarios (artículo 7); 3. Implementar pro-
gramas de formación y capacitación que apunten a un

desempeño correcto, honorable y debido de la función
pública (artículo 7); 4. Adoptar sistemas de contrata-
ción pública y de gestión del presupuesto transparen-
tes y basados en criterios objetivos (artículo 9); 5.
Adoptar “códigos de conducta para funcionarios pú-
blicos” con el objeto de combatir la corrupción pro-
moviendo “la integridad, la honestidad y la responsa-
bilidad” de los mismos (artículo 8).

Por otra parte, en nuestro derecho interno, en la Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupción establece
de manera puntual la existencia de sistemas estatales
anticorrupción. En su capítulo V “De los Sistemas Lo-
cales”, el artículo 36 señala que las leyes de las entida-
des federativas desarrollarán la integración, atribucio-
nes, funcionamiento de los sistemas locales atendiendo
a las siguientes bases: I. Contar con una integración y
atribuciones equivalentes a las que esta ley otorga al
Sistema Nacional; II. Tener acceso a la información pú-
blica necesaria, adecuada y oportuna para el mejor des-
empeño de sus funciones; III. Las recomendaciones,
políticas públicas e informes que emita deberán tener
respuesta de los sujetos públicos a quienes se dirija; IV.
Deberán contar con las atribuciones y procedimientos
adecuados para dar seguimiento a las recomendacio-
nes, informes y políticas que emitan; V. Rendirán un in-
forme público a los titulares de los poderes en el que
den cuenta de las acciones anticorrupción, los riesgos
identificados, los costos potenciales generados y los re-
sultados de sus recomendaciones. Para este efecto de-
berán seguir las metodologías que emita el Sistema Na-
cional; VI. La presidencia de la instancia de
coordinación del sistema local deberá corresponder al
Consejo de Participación Ciudadana, y VII. Los inte-
grantes de los consejos de participación ciudadana de
las entidades federativas deberán reunir como mínimo
los requisitos previstos en esta ley y ser designados me-
diante un procedimiento análogo al previsto para el
Consejo de Participación Ciudadana.

Lamentablemente todavía ningún municipio en Méxi-
co cumple con lo anterior. Y esto, representa no sólo
un incumplimiento con obligaciones internacionales
sino, más graves aún, con el ciudadano.

El combate a la corrupción que han hecho los munici-
pios ha sido absolutamente ineficiente. Las contralorí-
as carecen de atribuciones fundamentales y de inde-
pendencia, no existen comités de ética adecuados, la
gente no confía en los canales de denuncia.
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Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta a las y los presidentes mu-
nicipales de la República Mexicana para que instalen
el Sistema Municipal Anticorrupción, y así dar cabal
cumplimiento a los tratados internacionales a los que
México está suscrito y a nuestro derecho interno.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de febrero de 2019.

Diputado Emmanuel Reyes Carmona (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA A LA

SECRETARÍA DE BIENESTAR Y LA SEP A IMPULSAR UN

PROGRAMA URGENTE DE DESARROLLO DE INFRAESTRUC-
TURA EDUCATIVA EN COMUNIDADES DONDE HAY DUCTOS

DE PEMEX, A CARGO DEL DIPUTADO AZAEL SANTIAGO

CHEPI, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, diputado federal Azael Santiago Che-
pi, integrante del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Regeneración Nacional en la LXIV Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y
79, numerales 1, fracción II, y 2, fracción III, y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados,
pone a consideración de esta soberanía la siguiente
proposición con punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes:

Consideraciones

Derivado del lamentable incidente ocurrido la tarde
del 18 de enero de 2019, en el ducto Tuxpan-Tula, a la

altura del municipio de Tlahuelilpan, estado de Hidal-
go, en el que perdieron la vida más de 120 personas,
consecuencia de la explosión de una toma clandestina;
el gobierno de la República anunció, el 22 de enero, el
Plan de Desarrollo para el Bienestar, con el que se
atenderán a 91 municipios por donde pasan los ductos
de Petróleos Mexicanos (Pemex).1

El robo de hidrocarburos ascendió a más de 66 mil mi-
llones de pesos en 2018.2 Entre el robo realizado por
funcionarios de Pemex y la ordeña de ductos, la afec-
tación al erario público representa 10 veces el presu-
puesto que recibirá este año la Cámara de Diputados;
un monto igual al que ejercerá la Secretaría de Agri-
cultura y Desarrollo Rural o el que cubrirá todas las
necesidades en este año en lo relativo a las comunica-
ciones y el trasporte. De ese tamaño es el robo de hi-
drocarburos en nuestro país.

Derivado de lo anterior, el presidente Andrés Manuel
López Obrador anunció una inversión de 3 mil 857
millones de pesos para otorgar apoyos específicos a
los pobladores de las 91 comunidades que se encuen-
tran en las nueve entidades por las que corren los duc-
tos de Pemex (Jalisco, Guanajuato, Michoacán, Hidal-
go, estado de México, Querétaro, Puebla, Veracruz y
Ciudad de México). Dicha inversión se descarga en los
siguientes programas: 

-Apoyo a 766 mil 927 adultos mayores. Destinando
2 mil millones de pesos y otorgando una pensión de
2 mil 550 pesos bimestrales.

-Se apoyará a personas con alguna discapacidad. Se
destinarán cerca de 149 millones de pesos.

-La Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural
otorgará un pago anticipado a pequeños y medianos
productores agrícolas empezando los apoyos por
los pequeños productores quienes recibirán mil 600
pesos por hectárea y hasta cinco hectáreas.

Los medianos productores, aquéllos que tengan más
de cinco hectáreas y hasta 20, recibirán mil pesos por
hectárea. Este programa se ejecutará en 32 entidades
federativas.

-Sobre las “Tandas para el Bienestar”, se encargará
de reforzar las acciones y está dirigido en siete es-
tados a personas que ya cuentan con un negocio. Se
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apoyará a 21 mil 712 y la inversión será de 130 mi-
llones 271 mil pesos. Las personas beneficiadas re-
cibirán un apoyo de 6 mil pesos donde se tendrán
que pagar abonos de 500 pesos al mes. La entrega
de la tanda está programada que comience para la
segunda quincena de febrero.

-La Secretaría del Trabajo y Previsión Social apo-
yará al programa Jóvenes Construyendo el Futuro,
que dará atención a la juventud que no han tenido
oportunidades de estudiar ni trabajar, será de 53 mil
333 jóvenes, que se van a vincular a una red de tu-
tores para que reciban los apoyos y recibirán cada
uno una beca de 3 mil 600 pesos.

-En lo relativo a la educación de los pobladores de
las nueve entidades citadas anteriormente, el Siste-
ma Nacional de Becas “Benito Juárez”, destinará
1,048,504,800 pesos, que se dividirá en Educación
Superior, Media Superior y Básica, con lo que se
proyecta apoyar a más de 630 mil personas.

Quiero hacer énfasis en los dos últimos puntos del
“Plan de Bienestar” anunciado por el Ejecutivo fede-
ral, las y los legisladores del Grupo Parlamentario de
Morena estimamos necesario que de forma comple-
mentaria se ponga en marcha un programa integral
de mejora de la infraestructura física educativa en
los 91 poblados por donde cruzan los ductos de Pe-
mex. Esto, con el único propósito de que se atiendan
las necesidades de todas y todos los jóvenes que reci-
birán una beca.

Nuestra propuesta se apega al espíritu del artículo 26
de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el
cual señala que la educación es un derecho fundamen-
tal que permite el desarrollo de las personas y contri-
buye en el desarrollo general de la sociedad. Bajo esta
premisa solicitamos el apoyo de todas las fuerzas po-
líticas para avanzar en la ruta correcta y abatir proble-
máticas sociales trascendentales, como lo es el robo de
hidrocarburos. 

Por otra parte, no perdamos de vista que la opinión de
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos (OCDE), junto con los resultados del
Programa para la Evaluación de Estudiantes (PISA),
revelan que los alumnos con menos recursos económi-
cos se encuentran por debajo de los de mayores recur-
sos en temas de calificaciones.3 Por lo que para el Gru-

po Parlamentario de Morena garantizar la calidad edu-
cativa en estas 91 comunidades, es una prioridad. 

El objetivo que buscamos con esta proposición es que
las autoridades responsables de la infraestructura de
los planteles educativos prioricen, en las siguientes se-
manas, la atención de todas las escuelas de los nueve
estados citados, con el fin de dotarlos de todo lo nece-
sario, para contar con instalaciones en óptimas condi-
ciones para extraer lo mejor de nuestros estudiantes.

La preocupación que manifestamos en esta interven-
ción está sustentada en estudios de diferentes instan-
cias en donde se señala la correlación de los altos ín-
dices de marginación, pobreza y analfabetismos, con
el problema del robo de combustibles, aunado a un
contexto socioeconómico desfavorable, como lo esta-
bleció la Recomendación número 12VG/2018 de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos.4 Ade-
más, estos estados carecen de infraestructura adecuada
para el desarrollo de las actividades académicas y las
estadísticas son contundentes en ese sentido: 

a) El analfabetismo aún afecta de forma focalizada
a las poblaciones vulnerables (de bajos ingresos, en
pobreza, en localidades rurales) y esta condición si-
gue afectando a cientos de miles de personas en los
estados de México, Puebla, Michoacán, Guanajuato
y Jalisco.

Es importante resaltar que impulsar mejoras en la edu-
cación implica asegurar que los medios, los procesos y
contenidos de escuelas, tengan los requerimientos y
propiedades aceptables y relevantes, para lograr el me-
jor desempeño y el desarrollo de las potencialidades. 

Por otra parte, un pendiente que sigue vigente en Mé-
xico es la correcta distribución de los recursos escola-
res, ya que se ha demostrado que éstos no guardan un
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principio de equidad. Aquellas escuelas a las que asis-
ten alumnos de contextos socioeconómicos menos fa-
vorecidos como las indígenas, las comunitarias, las te-
lesecundarias y los telebachilleratos cuentan con
menos Infraestructura Física Educativa (INFE) o ésta
es de menor calidad:5

1) En 4 de cada 10 escuelas existe al menos un au-
la que requiere mantenimiento, ya que presentan
goteras, filtraciones de agua, cuarteaduras o vidrios
rotos.

2) 1 de cada 10 preescolares y primarias no dispone
de un sanitario; esta situación es más grave en los
planteles rurales donde 1 de cada 4 carece de este
servicio. 

3) 3 de cada 10 primarias y secundarias públicas ca-
recen de canchas deportivas.

4) 1 de cada 3 preescolares públicos no dispone de
áreas de juegos infantiles.

5) 8 de cada 10 preescolares no cuenta con aula de
cómputo y en lo que corresponde al laboratorio de
ciencias, 1 de cada 4 no ofrece este servicio. 

6) De acuerdo con la OCDE, en México existe un
sobrecupo en las aulas de preescolar de más del 60
por ciento, lo que representa un reto mayúsculo pa-
ra la presente administración cubrir las necesidades
educativas de la niñez mexicana.

De acuerdo con Laorden Gutiérrez, pedagogo interna-
cional, se trata de apostar a la infraestructura como ca-
talizador del aprendizaje, ya que estos espacios del co-
nocimiento se convierten en un factor didáctico,
creando un ambiente estimulante para el desarrollo de
todas las capacidades del alumnado.

Hoy en día, la educación debe revalorarse como el de-
recho fundamental que es, reconocerla como el dere-
cho universal que tienen todas las niñas, niños, jóve-
nes y adultos de acceder a una educación que se ajuste
al contexto y momento de cada individuo.

Dicho lo anterior y tomando en cuenta que la piedra
angular de las grandes transformaciones de la humani-
dad se ha cimentado en la educación y reconociéndo-
la como un instrumento insustituible del que se han

valido las naciones para encauzar su progreso, el Gru-
po Parlamentario de Morena solicita el apoyo, para ro-
bustecer las acciones implementadas por el gobierno
federal en apoyo a las familias que viven sobre los
ductos de Pemex e implementar un “programa de
mejoramiento de la infraestructura física educati-
va”. 

En nuestras manos está que las y los alumnos ocupen
un lugar preponderante en el corazón del sistema edu-
cativo. No sólo como retórica sino que dibujen futuros
prometedores y saldar con ello la deuda histórica que
se tiene con los que menos tienen y a quienes solo se
les ha dado lo necesario para subsistir. 

Dicho todo lo anterior y para que las becas y el apoyo
económico que recibirán las niñas, niños y jóvenes de
las 91 comunidades que se encuentran en las nueve en-
tidades federativas, tenga un mayor impacto en su ca-
lidad de vida, proponemos el siguiente proyecto como
herramienta complementaria para asegurar un futuro
prometedor para la niñez y juventud mexicana: 

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a los titu-
lares de las Secretarías de Bienestar y de Educación
Pública a impulsar de manera urgente un “programa
de mejoramiento de la infraestructura física educati-
va”, en las comunidades por donde pasan los ductos de
Petróleos Mexicanos, como medida adicional para for-
talecer el Plan de Desarrollo para el Bienestar, que
atienda en las necesidades de los estudiantes de los ni-
veles educativos y se construya un verdadero impulso
a su desarrollo individual y colectivo. 

Notas

1 “López Obrador presenta Plan de Desarrollo para el Bienestar”,

Notimex, 22 de enero de 2019. Disponible en http://www.noti-

mex.gob.mx/ntxnotaLibre/653904 

2 “Presidente López Obrador presenta Plan Conjunto de Atención

a Instalaciones Estratégicas de Pemex: No habrá tolerancia para

nadie”, Comunicado, Presidencia de la República, 27 de diciembre

de 2018. Disponible en: https://www.gob.mx/presidencia/pren-

sa/presidente-lopez-obrador-presenta-plan-conjunto-de-atencion-

a-instalaciones-estrategicas-de-pemex-no-habra-tolerancia-para-

nadie 
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3 Programa para la Evaluación Internacional de los Alumnos (PI-

SA); PISA 2015 – Resultados, OCDE, México. Disponible en:

https://www.oecd.org/pisa/PISA-2015-Mexico-ESP.pdf 

4 “Sobre la investigación de violaciones graves a los derechos hu-

manos, por la ejecución arbitraria de v13 y v14, el trato cruel co-

metido en agravio de 10 personas incluidos 2 menores de edad, la

retención ilegal de 9 adultos y 4 infantes, la indebida procuración

de justicia por la irregular integración de diversas indagatorias y la

no preservación del lugar de los hechos ocurridos el 3 de mayo de

2017, en Palmarito Tochapan, municipio de Quecholac, Puebla”.

CNDH 17 de septiembre de 2018. 

5 Información del Cemabe y de las Estadísticas Continuas del For-

mato 911 (inicio del ciclo escolar 2013-2014)

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, Palacio Legislativo de San Lázaro, a los siete
días de febrero de 2019.

Diputado Azael Santiago Chepi (rúbrica) 

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE REVISAR LA FORMU-
LACIÓN Y APLICACIÓN DE LAS METODOLOGÍAS RELATIVAS

AL CÁLCULO DE LAS TARIFAS ELÉCTRICAS PARA REVERTIR

LOS RECIENTES INCREMENTOS QUE HAN AFECTADO GRA-
VEMENTE A BCS, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ RIGO-
BERTO MARES AGUILAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN

El que suscribe, diputado José Rigoberto Mares
Aguilar, integrante del Grupo Parlamentario Acción
Nacional en la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 6, numeral 1, fracción I, 79 y demás rela-
tivos y aplicables del Reglamento la Cámara de Dipu-
tados, someto a la consideración de esta honorable
asamblea la siguiente proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al titular del gobier-

no federal para que, por conducto de la Secretaría
de Energía, la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, la Comisión Reguladora de Energía y la
Comisión Federal de Electricidad, revise la formu-
lación y aplicación de las metodologías para el cál-
culo de las tarifas eléctricas con el propósito de re-
alizar los ajustes necesarios para revertir los
recientes incrementos que han afectado severamen-
te al estado de Baja California Sur, de conformidad
con las siguientes: 

Consideraciones

El incremento de las tarifas eléctricas impacta negati-
vamente no sólo en los hogares, sino también, en el
desarrollo de las actividades económicas, tal situación
ha sido evidenciada por diversos sectores, que se han
manifestado en contra de los incrementos de las tarifas
eléctricas que se han presentado en lo que va del año,
de entre 50 y 70 por ciento para las empresas peque-
ñas, medianas y diversas industrias, de acuerdo con
comunicados del Consejo Coordinador Empresarial y
la Cámara Nacional de la Industria de Transformación. 

Por ejemplo, en Baja California Sur, entidad en la que
se han registrado incrementos de entre 30 y 200 por
ciento en las tarifas eléctricas, por los cuales hay res-
tauranteros que llegan a pagar hasta 47 mil pesos men-
suales por el servicio de energía eléctrica, lo que re-
presenta aproximadamente el 35 por ciento del gasto
corriente de un restaurante en La Paz.

Al respecto, la presidenta en Baja California Sur de la
Cámara Nacional de la Industria de Restaurantes y
Alimentos Condimentados (Canirac), Lorena Hinojo-
sa Olivas, recalcó que el encarecimiento del servicio
de electricidad es un factor que resta competitividad,
debido a que el aumento del costo de los insumos, in-
crementa el precio de los servicios ofrecidos en los
principales destinos turísticos del estado, lo que desin-
centiva la visita de turistas y pone en riesgo uno de los
principales sectores generadores de empleo en la enti-
dad.

Aunado a lo anterior, el presidente de la Cámara Na-
cional de Comercio, Turismo y Servicios de Los Ca-
bos, Ignacio Labandeira Villanueva, manifestó que el
incremento en las tarifas eléctricas está complicando
cada vez más la operatividad de los negocios que en
principio optaron por cerrar por periodos de dos o tres
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días para hacer frente a las facturas de luz impagables,
acción que no ha sido suficiente ya que el problema,
lamentablemente ha derivado en recortes del personal,
ante la imposibilidad por parte de los establecimientos
de mantener los gastos.

En ese sentido, se requiere la intervención de las auto-
ridades competentes a efecto de revertir las afectacio-
nes que se están presentando en los hogares y en las
actividades económicas por el encarecimiento de la
energía eléctrica en Baja California Sur y en las demás
entidades que se han visto afectadas por los incremen-
tos en las tarifas eléctricas, como Guanajuato, Nayarit
y Yucatán.

En nuestro país, con fundamento en lo establecido en
los artículos 137 a 147 de la Ley de la Industria Eléc-
trica, le corresponde a la Comisión Reguladora de
Energía (CRE) expedir mediante disposiciones admi-
nistrativas de carácter general, las metodologías para
determinar el cálculo y ajuste de las tarifas reguladas,
las tarifas máximas de los suministradores de último
recurso y las tarifas finales de suministro básico. 

Para lo cual, la CRE, de acuerdo con la ley citada, de-
be tener como objetivo, entre otros, la protección de
los intereses de los usuarios finales, los cuales, hasta el
momento resultan los menos beneficiados, al tener que
pagar altas tarifas eléctricas, en ese sentido se consi-
dera necesario que la autoridad competente impulse
las acciones que permitan la disminución de las tarifas
eléctricas considerando las condiciones reales en las
que se encuentran las distintas regiones del país, para
que dichas tarifas sean justas y equitativas. 

Por su parte, el artículo 139 del ordenamiento comen-
tado, establece que el Ejecutivo federal podrá determi-
nar, mediante Acuerdo, un mecanismo de fijación de
tarifas distinto al de las tarifas finales para determina-
dos grupos de usuarios del suministro básico. 

La problemática del sector eléctrico en nuestro país
impacta directamente en el bienestar de los consumi-
dores y en la competitividad de la oferta de bienes y
servicios, por lo que se requiere que la administración
del sistema eléctrico deje de basarse en criterios de ti-
po recaudatorio a efecto de que en la formulación de
las metodologías para determinar el cálculo y ajuste de
las tarifas del sector eléctrico se privilegie el beneficio
a los usuarios finales.

Por todo lo anteriormente expuesto, respetuosamente
someto a su consideración el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al titular del go-
bierno federal para que, por conducto de la Secretaría
de Energía, la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, la Comisión Reguladora de Energía y la Comisión
Federal de Electricidad, revise la formulación y apli-
cación de las metodologías para el cálculo de las tari-
fas eléctricas, a efecto de que se realicen los ajustes
necesarios para revertir los recientes incrementos que
han generado severas afectaciones en los hogares y el
desarrollo de las actividades económicas en el estado
de Baja California Sur.

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara
de Diputados, en la Ciudad de México, a 7 de febrero
de 2019.

Diputado José Rigoberto Mares Aguilar (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA AL

GOBIERNO FEDERAL A DIFUNDIR POR LA COORDINACIÓN

GENERAL DE PROGRAMAS INTEGRALES DE DESARROLLO

UN INFORME DETALLADO SOBRE LA APLICACIÓN DEL CEN-
SO DE BIENESTAR Y SU RELACIÓN CON LOS PROGRAMAS

SOCIALES, A CARGO DE LA DIPUTADA DULCE MARÍA SAU-
RI RIANCHO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Los que suscriben, diputados federales integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIV Legislatura, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2,
fracción II, y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a la consideración de
la honorable asamblea la presente proposición con
punto de acuerdo, con base en las siguientes
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Consideraciones

Desde el mes de septiembre de 2018 el entonces Pre-
sidente Electo, Lic. Andrés Manuel López Obrador,
informó en diferentes entidades federativas, durante su
gira de agradecimiento, que un número importante de
jóvenes voluntarios, llamados siervos de la nación, co-
menzarían a llevar a cabo un censo para conocer, ho-
gar por hogar, en toda la República, la situación en que
viven los mexicanos y empadronar gente a los progra-
mas sociales de su gobierno.1

Se ha denominado a ello “Censo de Bienestar” y es
una acción que realizan jóvenes identificados con las
playeras, materiales, una tabla para hacer anotaciones,
y un teléfono especial donde almacenan la informa-
ción y las fotografías de las personas “para escoger

a los más necesitados”.2

El mecanismo de registro de información, es un cues-
tionario de treinta preguntas, que recauda información
para validar los padrones de personas beneficiarias de
programas actuales del gobierno y para registrar posi-
bles nuevos usuarios.

Dicho censo arrancó con al menos 20 mil voluntarios,
para los cuales se ha dicho que si hubo apoyos mone-
tarios del presupuesto de transición o bien de los apo-
yos de los delegados federales y hasta de gobiernos es-
tatales interesados en dichos programas.3

Otro asunto que ha sido motivo de preocupación, es
que quienes reportan el avance del Censo de bienestar
al Presidente de la República, son los delegados, que
al amparo de la reforma al artículo 17 Ter de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, se han
convertido en la famosa figura de los “superdelega-

dos” para el manejo de recursos del presupuesto de al-
gunos programas sociales y de la información corres-
pondiente.4

El eje conductor del censo de bienestar es el “Sistema
Integral de Desarrollo Regional” no institucionaliza-
do, del cual no se han publicado reglas ni lineamientos
o criterios legales de funcionamiento y cuya sistemati-
zación contiene datos personales, que están protegidos
por diversas leyes, 

Adicionalmente, los mecanismos de acreditación de
voluntarios para el levantamiento de datos, genera in-

certidumbre en virtud de que los responsables del ma-
nejo de información, no tienen ninguna responsabili-
dad legal ni institucional para el manejo de datos per-
sonales como se puede apreciar en la imagen siguiente:

Ahora bien, además de las suspicacias, falta de traspa-
rencia sobre la elaboración, coordinación, gastos y so-
bre todo el destino y protección de la información, te-
nemos al menos dos asuntos muy relevantes de
carácter legislativo que hay que destacar.

I. Ley del Sistema Nacional de Información Esta-
dística y Geográfica5

De acuerdo a este ordenamiento, si bien es cierto el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi)
solamente tiene atribuciones exclusivas sobre: 1. Rea-
lizar los censos nacionales; 2. Integrar el sistema de
cuentas nacionales, y 3. Elaborar los índices naciona-
les de precios (Índice Nacional de Precios al Consu-
midor, e Índice Nacional de Precios Productor); exis-
ten un conjunto de requisitos, restricciones,
condiciones, y atribuciones para llevar a cabo cen-
sos o recopilaciones de información y para su res-
guardo.

1. La información clasificada de Interés Nacional
debe ser oficial y de uso obligatorio para la Federa-
ción, las entidades federativas, los municipios y las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México.

Solamente se considera Información de Interés
Nacional, la que satisfaga los cuatro criterios si-
guientes:

• Se trate de los siguientes temas, grupos de da-
tos o indicadores: población y dinámica demo-
gráfica; salud; educación; empleo; distribución
de ingreso y pobreza; de gobierno, seguridad pú-
blica e impartición de justicia; vivienda; sistema
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de cuentas nacionales; información financiera;
precios; trabajo; ciencia y tecnología; telecomu-
nicaciones y radiodifusión; atmósfera; biodiver-
sidad; agua; suelo; flora; fauna; residuos peli-
grosos y residuos sólidos; marco de referencia
geodésico; límites costeros, internacionales, es-
tatales y municipales; datos de relieve continen-
tal, insular y submarino; datos catastrales, topo-
gráficos, de recursos naturales y clima, y
nombres geográficos, o bien se trate de temas
que sean aprobados por unanimidad por el Con-
sejo Consultivo Nacional, incluyendo aquéllos
que deban conocer los Subsistemas a que se re-
fiere el último párrafo del artículo 17 de este or-
denamiento;

• Resulte necesaria para sustentar el diseño y
la evaluación de las políticas públicas de al-
cance nacional;

• Sea generada en forma regular y periódica, y

• Se elabore con base en una metodología cien-
tíficamente sustentada.

2. Otras áreas de los gobiernos, pueden producir
y dar a conocer información pública oficial, adi-
cional a la Información de Interés Nacional, pe-
ro en tal caso deben:

• Observar las bases, normas y principios que el
Inegi, establezca y dé a conocer para producir,
integrar y difundir información;

• Proporcionar al Inegi, la Información que éste
le solicite.

• Colaborar en la integración del catálogo nacio-
nal de indicadores. 

• Proponer en tiempo y forma al Comité Eje-
cutivo del Inegi, los proyectos de normas téc-
nicas y metodologías que, en el ámbito de sus
funciones, sean necesarias para la realización
de las actividades, tomando en cuenta los es-
tándares nacionales e internacionales y las
mejores prácticas en la materia.

• Resguardar y conservar la información, así co-
mo los metadatos o especificaciones concretas

de la aplicación de las metodologías que hubie-
ren utilizado en la elaboración de la misma, en la
forma y términos que, previo acuerdo con los
coordinadores que corresponda y que señale el
Inegi.

3. Los datos que proporcionen las personas físi-
cas y morales, a quienes les sean solicitados datos
estadísticos y geográficos, deben ser estrictamen-
te confidenciales y bajo ninguna circunstancia
pueden utilizarse para otro fin que no sea el esta-
dístico.

Las personas físicas y morales, a quienes les se-
an solicitados datos estadísticos y geográficos,
deben ser enterados de:

• El carácter obligatorio o potestativo de sus res-
puestas, según corresponda;

• La obligación de proporcionar respuestas vera-
ces, y de las consecuencias de la falsedad en sus
respuestas a los cuestionarios que se les apli-
quen;

• La posibilidad del ejercicio del derecho de rec-
tificación;

• La confidencialidad en la administración, ma-
nejo y difusión de sus datos;

• La forma en que será divulgada o suministrada
la información, y

• El plazo para proporcionar los datos, el cual
deberá fijarse conforme a la naturaleza y carac-
terísticas de la información a rendir.

Estas previsiones deberán aparecer en los
cuestionarios y documentos que se utilicen
para recopilar datos estadísticos o geográfi-
cos.

El Inegi debe expedir las normas que aseguren la
correcta difusión y el acceso del público a la in-
formación.

4. Cualquier otra área que produzca y maneje
información estadística está obligada a respetar
la confidencialidad y reserva de los datos que pa-
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ra fines estadísticos proporcionen los informan-
tes. Los servidores públicos de la Federación, de las
entidades federativas, de los municipios y de las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México,
tienen la obligación de proporcionar la información
básica que hubieren obtenido en el ejercicio de sus
funciones y sirva para generar información de Inte-
rés Nacional, que les solicite el Inegi. 

5. De acuerdo también a este ordenamiento, es im-
portante conocer con certeza quiénes son y quienes
capacitaron a los encuestadores o solicitantes de in-
formación, porque las personas físicas y morales
extranjeras requerirán autorización del Inegi para
efectuar actividades tendientes a:

• Captar fotografías aéreas con cámaras métricas
o de reconocimiento y de otras imágenes por
percepción remota dentro del espacio aéreo na-
cional, y

• Levantar información estadística y geográfica.

II. Ley de Desarrollo Social y su Reglamento6

Al menos desde 1992, las políticas de desarrollo social
y de combate a la pobreza, han ido avanzando en cuan-
do a la metodología para censar a la población objeti-
vo de los programas sociales, hasta lograr un sistema
de información y un Padrón Único de Beneficiarios,
a través de una metodología técnica, y lineamientos
que se publican en el Diario Oficial de la Federación.

La Ley Desarrollo Social ha creado un Sistema Na-
cional de Desarrollo Social, concebido como un me-
canismo permanente de concurrencia, colaboración,
coordinación y concertación de los gobiernos; federal,
los de las entidades federativas y los municipales, así
como los sectores social y privado, que tiene, entre
otros, el objeto de: integrar la participación de los sec-
tores público, social y privado en el cumplimiento de
los objetivos, estrategias y prioridades de la Política
Nacional de Desarrollo Social.

Por su parte el Reglamento de la Ley, mandata a la
Secretaría de Bienestar (antes Desarrollo Social), a
integrar un Padrón de Beneficiarios de los progra-
mas de desarrollo social, que tenga en forma es-
tructurada, actualizada y sistematizada, la infor-
mación de dichos beneficiarios.

Para su integración, dicha dependencia debe conside-
rar los elementos técnicos y de información que le pro-
porcionen las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, que operen o ejecuten
programas de desarrollo social. 

El Padrón de Beneficiarios de acuerdo a este ordena-
miento es definido como un instrumento de política
social que tiene por objeto:

– Conocer las características demográficas y so-
cioeconómicas de los beneficiarios de los progra-
mas de desarrollo social;

– Homologar y simplificar la operación de los pro-
gramas de desarrollo social; 

– Hacer eficiente el otorgamiento de servicios y
subsidios; 

– Obtener información para el seguimiento y eva-
luación de los programas de desarrollo social;

– Garantizar el cumplimiento de los criterios y re-
quisitos de elegibilidad previstos en los programas
de desarrollo social y evitar la duplicidad en la asig-
nación de apoyos o servicios dentro de un mismo
programa; 

– Verificar que las personas que reciban los apoyos
o servicios, correspondan con la población objetivo
definida en las reglas de operación de cada progra-
ma de desarrollo social;

– Determinar la cobertura poblacional y territorial
de los programas de desarrollo social para apoyar
con mayor efectividad el desarrollo de los benefi-
ciarios; 

– Determinar las necesidades de atención y la apli-
cación de los programas de desarrollo social espe-
cificados en el Plan Nacional de Desarrollo;

– Promover la corresponsabilidad por parte de los
beneficiarios;

– Transparentar la operación de los programas de
desarrollo social, permitir la oportuna rendición de
cuentas y prevenir abusos, discrecionalidad, desvia-
ciones o actos de corrupción en el otorgamiento de
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apoyos o servicios del Gobierno Federal hacia los
particulares, de conformidad con las disposiciones
legales aplicables, y

– Aprovechar las tecnologías de la información y
comunicaciones, incluida la geo-referenciación de
datos múltiples

La operación del Sistema Nacional de Desarrollo So-
cial permite que, con base en la información propor-
cionada por los beneficiarios y demás instancias que
participen en cada programa de desarrollo social, se
constituyan padrones o listados que sirven de base pa-
ra el Padrón Único de Beneficiarios, en los que se re-
gistran las personas beneficiarias, los apoyos que reci-
ben y la información sociodemográfica que se requiera
para la correcta operación de los programas, las eva-
luaciones de impacto de los mismos y la planeación
para el desarrollo social.

Las dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal a cargo de los programas de des-
arrollo social, con cargo a sus respectivos presu-
puestos, deben realizar las acciones necesarias para
validar la información proporcionada por los bene-
ficiarios y demás instancias participantes en los pro-
gramas de desarrollo social. 

La Secretaría de Bienestar (antes Desarrollo So-
cial) emite los lineamientos para la constitución, ac-
tualización, autenticidad, inalterabilidad, seguri-
dad y difusión de la información del Padrón de
Beneficiarios. 

El proceso de incorporación de los beneficiarios se
apega a los criterios de selección de localidades y de
elegibilidad de beneficiarios que se establezcan en
las reglas de operación de los programas de des-
arrollo social, por ello, es vital que los programas
de desarrollo social y los de subsidios a la pobla-
ción, cuenten con Reglas de Operación que se pu-
blican en el Diario Oficial de la Federación y que
permiten la evaluación externa de cada programa.

La incorporación de beneficiarios se puede llevar a ca-
bo a través de un levantamiento de información so-
cioeconómica en las localidades o la verificación di-
recta del cumplimiento de los criterios de elegibilidad,
pero de conformidad con los mecanismos que esta-
blezcan las reglas de operación de cada programa.

El proceso de incorporación a un programa de des-
arrollo social concluye con el registro de las personas
que cubran los criterios de elegibilidad y que de acuer-
do con la disponibilidad presupuestal del programa
puedan ser atendidos, considerando las metas estable-
cidas en los mismos.

Todo lo anterior debe hacerse, sin menoscabo de la
responsabilidad de las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal que tengan a su cargo
los programas, de contar con la documentación com-
probatoria sobre el cumplimiento de los requisitos de
elegibilidad por parte de los beneficiarios. 

Por ordenamiento, el Gobierno Federal debe informar
a los beneficiarios sobre los servicios y prestaciones
contenidos en los programas de desarrollo social, ob-
servando las disposiciones legales aplicables. 

Es de destacarse que, tanto en la Ley del Sistema
Nacional de Información Estadística y Geográfica y
en el Reglamento de la Ley de Desarrollo Social, se
establece que: cuando los beneficiarios proporcio-
nen información socioeconómica falsa, existen con-
secuencias y que si ello es con el objeto de recibir
indebidamente los apoyos y servicios contenidos en
los programas de desarrollo social, las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal
proceden a suspender, la ministración de los mis-
mos 

Asimismo, ambos ordenamientos también prohíben
explícitamente la utilización del Padrón Único de Be-
neficiarios con fines político-electorales, comerciales
o de cualquier índole distinta a su objeto y fines seña-
lados y dicho uso indebido es sancionado en términos
de la Ley Federal de Ley Federal de Responsabilida-
des Administrativas de los Servidores Públicos y de-
más disposiciones legales aplicables.

Y el levantamiento de información que hace el Go-
bierno Federal a través de los llamados Servidores
de la Nación podría enmarcarse claramente en este
supuesto por el simple hecho de que su trabajo co-
mo encuestadores y registradores de datos inició
ANTES de que el Gobierno Federal asumiera sus
funciones, por lo que la información que captaron
y registraron tuvo un uso partidista no relacionado
con labor alguna de gobierno.
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Todo ello consta en diversas notas informativas que
desde inicios del mes de octubre de 2018, es decir,
dos meses antes de que Andrés Manuel López Obrador
asumiera la Presidencia, daban cuenta de este progra-
ma de levantamiento de información:

Noticieros Televisa: Así identificarás a quienes le-
vantarán censo para programas sociales de AMLO. 

5 de octubre de 2018

https://noticieros.televisa.com/historia/ellos-le-
vantaran-censo-programas-sociales-amlo/

La Jornada: Realizan censo para los programas
sociales que aplicará AMLO. 

6 de octubre de 2018.

h t t p s : / / w w w . j o r n a d a . c o m . m x / u l t i -
mas/2018/10/06/realizan-censo-para-los-progra-
mas-sociales-que-aplicara-lopez-obrador-
7490.html

El Sol de México: Censos de programas sociales
de AMLO en manos de 20 mil encuestadores.

https://www.elsoldemexico.com.mx/mexico/so-
ciedad/censos-de-programas-sociales-de-amlo-
e n - m a n o s - d e - 2 0 - m i l - e n c u e s t a d o r e s -
2049009.html

Es importante destacar que la Secretaria de Bienestar
y su Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social (CONEVAL), llevan a cabo sus cen-
sos periódicos y mediciones a través de Convenios con
el Inegi, para dar cumplimiento a las metodologías, re-
servas y protección de datos personales, así como pa-
ra cumplir con los estándares de calidad de la infor-
mación y derechos de los informantes establecidos en
la normatividad vigente.

Por todo ello, es que consideramos que el Censo de
Bienestar, debe estar sujeto a las condiciones y reque-
rimientos que nuestra legislación establece y rendir
cuentas sobre la metodología para recabar, producir y
difundir la información de los posibles beneficiarios
de programas sociales, así como del uso y la protec-
ción de datos personales y de los derechos de los ciu-
dadanos informantes.7

Por lo anteriormente expuesto, la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión aprueba el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Coor-
dinación General de Programas Integrales de Desarro-
llo, adscrita a la Presidencia de la República, a
difundir un reporte detallado para informar respecto
del Censo de Bienestar, lo siguiente:

1) Cuáles son las metodologías aplicadas para la re-
copilación, producción, sistematización y evalua-
ción de la información del Censo de Bienestar y su
relación con los programas sociales.

2) Si estas metodologías y la manera de recopilar,
producir, usar y proteger la información, han sido
aprobadas por el Inegi y la Secretaría de Bienestar,
en los términos de la Ley del Sistema Nacional de
Información Estadística y Geográfica y del Regla-
mento de la Ley de Desarrollo Social.

3) Quién acreditó y capacitó a los voluntarios en-
cuestadores y si han sido remunerados por llevar a
cabo su trabajo de Censo de bienestar y en su caso,
a cuánto asciende el costo de sus emolumentos y el
origen de dichos recursos.

Fuentes consultadas

1 El plan para unificar el Padrón de Beneficiarios de programas so-

ciales, en https://adnpolitico.com/congreso/2018/12/04/el-plan-pa-

ra-unificar-el-padron-de-beneficiarios-de-programas-sociales.

2 Arranca primer censo con miras a inclusión en programas socia-

les en https://quintafuerza.mx/ realizan-el-primer-censo-del-bien-

estar.

3 Iniciaron 20 mil voluntarios censo para ubicar a futuros benefi-

ciarios de programas sociales: Sánchez Cordero en h

ttps://www.proceso.com.mx/553999/iniciaron-20-mil-voluntarios-

censo-para-ubicar-a-futuros-beneficiarios-de-programas-sociales-

sanchez-cordero.

4 https://www.eleconomista.com.mx/politica/Censos-del-Bienes-

tar-con-avance-a-medias-20181226-0022.html.
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5 Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográ-

fica en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lsnieg.htm.

6 Ley de Desarrollo Social y Reglamento de la Ley de Desarrollo

Social, en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lsnieg.htm.

7 Se entiende por Informantes, lo que establece el artículo 2 de la

Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfi-

ca: las personas físicas y morales, a quienes les sean solicitados da-

tos estadísticos y geográficos.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, a los 7 días
del mes de febrero de 2019.

Diputada Dulce María Sauri Riancho (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA CO-
MISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y COMPETITIVIDAD A

INVITAR A UNA REUNIÓN DE TRABAJO A LA PRESIDENTA DE

LA COFECE PARA QUE EXPLIQUE EL SENTIDO DE SUS OPI-
NIONES COMO TAL CONTRA UNO DE LOS ACTORES ECONÓ-
MICOS REGULADOS, EN CONTRAVENCIÓN DE LOS PRINCI-
PIOS DE IMPARCIALIDAD, LEGALIDAD, OBJETIVIDAD,
CERTEZA, HONESTIDAD Y TRANSPARENCIA POR OBSERVAR

EN EL EJERCICIO DE SU CARGO, A CARGO DEL DIPUTADO

FRANCISCO ELIZONDO GARRIDO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Francisco Elizondo Garrido, diputa-
do federal a la LXIV Legislatura de la Cámara de Di-
putados, integrante del Grupo Parlamentario de More-
na, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 65 y 79, numeral 2, fracción II,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
la consideración del pleno la presente proposición con
punto de acuerdo, con base en las siguientes:

Antecedentes

El pasado 24 de enero de 2019, la Alejandra Palacios
Prieto, comisionada presidenta de la Comisión Federal
de Competencia Económica (Cofece), publicó una co-
laboración en el periódico Reforma bajo el título “Ad-
judicaciones Directas. El caso de Banco Azteca”, en
cuya parte final la autora señala su cargo público co-
mo “comisionada presidenta de @COFECEmx”
(sic).1

El texto de la comisionada presidenta de la Cofece
pretendió analizar la adjudicación directa a ese banco
para el otorgamiento de las tarjetas para los programas
Jóvenes Construyendo el Futuro y Pensión para el
Bienestar de los Adultos Mayores; sin embargo, su
texto resultó un ejemplo de la inobservancia de los
principios constitucionales y legales de imparcialidad,
legalidad, objetividad, certeza, honestidad y transpa-
rencia a los que está obligada como integrante y titular
de este importante órgano regulador.

En su colaboración periodística, la comisionada presi-
denta, lejos de plantear un análisis objetivo y equili-
brado respecto a los procesos de adjudicación o licita-
ción que hayan realizado el gobierno federal, sea el
actual o los anteriores, para la dispersión de recursos
públicos a través de las instituciones del sistema ban-
cario nacional, planteó afirmaciones tales como que la
incorporación de actores bancarios menores a un pro-
ceso de este tipo, conlleva “el riesgo de provocar una
situación permanente de falta de competencia en un
mercado”.

La presidenta de Cofece abrió un debate parcial, omi-
tiendo lo esencial: el examen de los procesos de dis-
persión de programas con recursos públicos debe con-
templar los realizados no solo por el actual gobierno
federal, sino por los gobiernos federales anteriores y a
partir de ello, determinar los efectos que esos progra-
mas han tenido en la concentración del sistema banca-
rio mexicano.

El análisis de los procesos de dispersión de recursos
gubernamentales, particularmente los de programas
sociales, debe construirse desde una perspectiva que
valore con objetividad las capacidades reales de las
instituciones bancarias para proveer los servicios que
requiere el gobierno federal y que demanda nuestra so-
ciedad, atendiendo a que se hagan: 
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-en el menor tiempo posible y 

-con el menor costo posible. 

Dispersar fondos públicos para ayudar a la sociedad es
un proceso que conlleva la máxima responsabilidad en
su transparencia y su bajo costo para aumentar el ren-
dimiento del recurso público. 

La discusión sobre este tema debe reconocer situacio-
nes tan graves y delicadas como el hecho de que los
costos de las transacciones para la dispersión de recur-
sos públicos a través de bancos de gran tamaño, ha lle-
gado a generar un costo de entre el 20 y el 30 por cien-
to del recurso dispersado.2

Es decir, que de cada peso que el gobierno logra cana-
lizar a los más necesitados a través de bancos de gran
tamaño, estos se quedan con la cuarta parte. 

A modo de ejemplo: si los 44 mil millones de pesos
que el gobierno federal solicitó al Congreso de la
Unión para el Programa Jóvenes Construyendo el Fu-
turo se hiciera utilizando los canales de los bancos
grandes para dispersar recursos, ello implicaría un
costo de casi 12 mil millones de pesos, solo en cuanto
al costo de las transacciones. 

Ello representa una situación tan grave y delicada de
pérdida de recursos públicos que la presidenta de Co-
fece no debió ignorarla en su colaboración periodísti-
ca. 

Más aún, la aproximación a este tema debería hacerse
a partir de las investigaciones del propio órgano regu-
lador.

El 10 de enero de 2014 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el Decreto por el que se reformaron,
adicionaron y derogaron diversas disposiciones en ma-
teria financiera y se expidió la Ley para Regular las
Agrupaciones Financieras.

Esa reforma estableció una serie de medidas para fo-
mentar la competencia dentro del sistema financiero y
con ello abrir nuevos canales de oportunidad para las
empresas y los diversos demandantes de financia-
mientos, así como para inhibir prácticas anticompetiti-
vas.

Entre estas medidas se contempló que la Comisión Fe-
deral de Competencia Económica llevara a cabo una
investigación sobre el nivel de competencia del sector
financiero.

El artículo Quinto Transitorio, fracción I, del referido
Decreto estableció un mandato para que la Cofece
analizara las condiciones de competencia en este sec-
tor y en sus mercados, al establecer que: 

“La Comisión Federal de Competencia Económica
contará con un plazo de ciento ochenta días naturales
contados a partir de la entrada en vigor del presente
Decreto para llevar a cabo una investigación sobre las
condiciones de competencia en el sistema financiero y
sus mercados, para lo cual deberá escuchar la opinión
no vinculante de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público. Como resultado de dicha investigación la Co-
misión Federal de Competencia Económica podrá, en
su caso, formular recomendaciones a las autoridades
financieras para mejorar la competencia en este siste-
ma y sus mercados y ejercer las demás atribuciones
que le confiere la Ley Federal de Competencia Econó-
mica a fin de evitar prácticas monopólicas, concentra-
ciones y demás restricciones al funcionamiento efi-
ciente de los mercados en este sistema, incluyendo,
según corresponda, ordenar medidas para eliminar las
barreras a la competencia y la libre concurrencia; or-
denar la desincorporación de activos, derechos, partes
sociales o acciones de los agentes económicos, en las
proporciones necesarias para eliminar efectos anti-
competitivos, y el resto de las medidas facultadas por
la Constitución y la ley de la materia.”3

Derivado de ello, la Comisión elaboró el Trabajo de
investigación y recomendaciones sobre las condi-
ciones de competencia en el sector financiero y sus
mercados.4

Este informe fue hecho del conocimiento de esta Cá-
mara de Diputados, que lo publicó en su Gaceta Parla-
mentaria del 25 de julio de 2014.5

En dicho estudio, la Cofece reportaba lo siguiente:

“En 2011, cinco instituciones financieras bancarias
concentraron cerca de 72 por ciento de los activos
del sistema bancario. El índice de concentración de
activos bancarios en México es mayor en compara-
ción con el que presentan países como Argentina,
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Estados Unidos, China y Colombia, aunque en paí-
ses como Sudáfrica, Perú y Canadá los cinco mayo-
res bancos tienen una proporción de activos supe-
rior a 90 por ciento.

Con base en datos de la CNBV para México, al cie-
rre de 2013, 74 por ciento de los créditos, así como
77 por ciento de la captación de recursos del públi-
co en general estuvo concentrada en cinco institu-
ciones. La infraestructura del sistema financiero
también se encontraba entre un reducido número de
agentes económicos, ya que cinco instituciones
controlaban 85 por ciento de las sucursales, 80 por
ciento de los cajeros automáticos y 72 por ciento de
los módulos de corresponsales bancarios. 

Lo anterior refleja potenciales limitaciones en las
condiciones de competencia y libre concurrencia
que inciden negativamente en el bienestar de los
consumidores a través de los precios, la calidad y la
variedad de servicios financieros que adquieren”.

Tras leer lo anterior, resulta por demás desconcertante
y preocupante que esos elementos no hayan sido con-
siderados por la presidenta de la Cofece al opinar so-
bre el efecto de la dispersión de recursos públicos en
la concentración que el estudio comprobaba, lo que
pareciera evidenciar una omisión dolosa de informa-
ción.

En este caso es obvio y evidente hacer notar que esa
concentración encontraba una de sus razones en los
programas de dispersión de recursos públicos por par-
te de bancos de gran tamaño en años anteriores; dis-
persión que, además, continúan haciendo, puesto que
el actual gobierno solo ha decidido la dispersión de re-
cursos en dos programas sociales: Jóvenes Constru-
yendo el Futuro y Pensión para el Bienestar de los
Adultos Mayores. 

Las omisiones de información en el artículo de la pre-
sidenta de la Cofece son tan claras que incluso pare-
ciera que en el fondo lo que busca es atacar política-
mente el programa social más importante de la actual
administración, pues con la excusa de criticar a un ac-
tor bancario menor, plantea sospechas profundas sobre
la integridad del programa, provocando desconfianza
sobre un proceso que, sin embargo, es absoluta, plena
y totalmente legal.

En todo ello, uno de los aspectos más preocupantes de
su texto es que comparó -refiriéndolos por su nombre-
a dos bancos que compiten en el mercado nacional,
con infraestructuras de servicio y dimensiones finan-
cieras diferentes, en detrimento del menor, al inferir
que el mayor podría prestar el mismo servicio.

Con ese solo ejercicio, la presidenta de la Cofece per-
dió su papel de árbitro imparcial y propició un daño
moral a una de las instituciones comparadas, poniendo
en tela de juicio la imparcialidad de sus actuaciones al
frente del órgano regulador y supervisor. 

El sano desarrollo de la función constitucional y legal
de vigilar y supervisar con imparcialidad y equidad a
los agentes económicos nacionales se fortalece con el
uso responsable de las herramientas y los instrumentos
que la Ley le otorga a los órganos reguladores para el
desarrollo de sus funciones.

Esta función se deprecia cuando se utiliza la investi-
dura y la autoridad que otorga un cargo público confe-
rido por una de las Cámaras del Congreso de la Unión
en un órgano autónomo, para definir una posición y
una agenda personal en contra de los agentes econó-
micos que se pretende regular.

La Comisión Federal de Competencia Económica es
un órgano constitucional indispensable para asegurar
condiciones mínimas para el desarrollo económico del
país; como resultado del proceso de construcción de
capacidad institucional para garantizar una eficaz su-
pervisión y regulación de la actividad económica del
país, la Cofece es un patrimonio institucional que des-
de el poder público debemos preservar, proteger, im-
pulsar y auspiciar. 

La sociedad mexicana del siglo XXI es incompatible
con las culturas de privilegio que albergan las prácti-
cas monopólicas e intimidatorias que reprimen a las
fuerzas creativas y productivas de nuestra sociedad.

En ese contexto, la actuación de la Cofece debe ser ga-
rantía de imparcialidad para que los actores económi-
cos participen con equidad en el sistema económico
nacional.

Esa delicada y relevante función, sin embargo, exige
que sus integrantes se desempeñen en el ejercicio de
sus funciones públicas con estricto apego a los princi-
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pios constitucionales que le dan origen y forma al ór-
gano regulador. 

Destacan en ello dos factores claves que le dan senti-
do a la ecuación: autonomía e imparcialidad. 

Por ello, la actuación de su comisionada presidenta co-
mo editorialista de opinión de un diario de circulación
nacional se configura como el ejemplo perfecto de lo
que No debe hacer el servidor público desde los espa-
cios institucionales que la constitución reserva para los
órganos que supervisan y regulan los procesos econó-
micos y productivos nacionales y que exigen lo que la
presidenta de la Cofece ha demostrado que no tiene:
autonomía e imparcialidad.

Otro aspecto preocupante de la colaboración de la co-
misionada Palacios es que la información en la que ba-
sa sus argumentos, no proviene de las investigaciones
del órgano que encabeza, lo cual debería ser la regla
atendiendo a las disposiciones de la Ley Federal de
Competencia Económica que establecen para dicho
órgano los procedimientos para llevar a cabo investi-
gaciones sobre asuntos de su competencia, sino de
fuentes tales como “…datos públicos…” , “…entre-
vista a los medios de comunicación…” , “…informa-
ción disponible”.

El uso de esas fuentes refleja la carencia de informa-
ción precisa para formular declaraciones, lo cual es
por demás grave en una funcionaria cuyas expresiones
sobre los agentes económicos que regula y supervisa
deberían de regirse con los máximos principios de res-
ponsabilidad y ética pública y profesional, utilizando
para ello información especializada, debidamente in-
vestigada, sustentada por fuentes técnicamente confia-
bles y que debiera expresarse siempre atendiendo a la
obligada imparcialidad que su cargo exige. 

Baste decir, por ejemplo, que la comisionada presi-
denta omitió en su texto cualquier mención al comuni-
cado emitido por la Asociación de Bancos de México
el lunes 17 de diciembre de 2018 que apoya las deci-
siones del gobierno federal respecto al programa Jóve-
nes Construyendo el Futuro y el cual es reproducido
por diversos medios informativos,6 que señala en sus
segundo y tercer párrafos: 

“La banca mexicana en su conjunto participa en este
gran esfuerzo que brindará, en el corto y mediano pla-

zo, las herramientas necesarias a jóvenes que por di-
versas causas no pertenezcan algún programa educati-
vo o no cuenten con empleo, para que obtengan habi-
lidades y competencias que les permitan ser parte de la
vida productiva del país.

Para la ABM es un enorme orgullo que todos sus
miembros hayan decidido participar en este programa
y reitera su permanente interés por trabajar e impulsar
programas que al igual que Jóvenes Construyendo el
Futuro detonen el desarrollo de uno de los sectores
clave para el crecimiento del país en muchos de sus
ámbitos, la juventud.”

Tampoco refirió que el 14 de enero pasado, diez días
antes de publicar su colaboración en el diario Reforma

y a pregunta expresa de un reportero sobre los bancos
participantes en la dispersión de recursos de progra-
mas sociales, el presidente de la República, Andrés
Manuel López Obrador, dijo:7

“… nos van a ayudar varias instituciones, incluso
hay el compromiso que cobren muy poco de comi-
sión, hay ese compromiso, y en otros casos, que es-
tamos por definir, es que no cobren nada, que sea
una contribución de los bancos a estos programas
sociales.

Pero son varios bancos. Por ejemplo, estos dos mi-
llones 500 mil que hacía referencia son bancos que
ya tenían establecido el sistema con el gobierno.” 

La omisión de esta información y otra del mismo tipo
revela la falta de rigor y la parcialidad de la presiden-
ta de Cofece al emitir opiniones y juicios de valor ba-
sados en versiones de información pública incomple-
ta. 

Aun así y a pesar de todo, la comisionada presidenta
de Cofece no puede evitar reconocer que el proceso de
adjudicación que critica es plenamente legal, al decir
que:

“Es importante destacar que la adjudicación directa
que se propone el gobierno se apega a la ley de ad-
quisiciones, ya que, en su artículo tercero, fracción
novena, señala una excepción a la licitación cuando
el servicio a contratar está regulado en forma espe-
cífica por otras disposiciones legales.”
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En el contexto de lo anteriormente planteado, este
punto de acuerdo propone llevar este asunto al pleno
de la Cámara de Diputados para evidenciar los riesgos
que lo anteriormente descrito representa en el desem-
peño de la funcionaria responsable de presidir los tra-
bajos del órgano constitucional autónomo garante de
la imparcialidad en la regulación de las actividades
económicas del país. 

Por ello pedimos que la ciudadana Alejandra Palacios
Prieto, comisionada presidenta de la Cofece, sea cita-
da a comparecer ante la Comisión responsable de eva-
luar su actividad en esta Cámara de Diputados. 

Al emitir sus opiniones en una columna periodística, la
comisionada presidenta incurrió en responsabilidades
legales como servidora pública que deben ser analiza-
das por esta representación nacional y en su caso, sus-
tanciadas y sancionadas por la autoridad administrati-
va correspondiente.

La comisionada presidenta de Cofece presuntamente
transgredió:

a) El principio de imparcialidad que el artículo 28
constitucional y el artículo 10 de la Ley Federal de
Competencia Económica garantizan a todos aque-
llos agentes económicos supervisados y regulados
por el órgano constitucional garante de asegurar la
competencia económica en el país.

b) El principio de objetividad a que la obliga el ar-
tículo 7, fracciones III y IV de la Ley General de
Responsabilidades de los Servidores Públicos que
señalan:

Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán
en el desempeño de su empleo, cargo o comi-
sión, los principios de disciplina, legalidad, ob-
jetividad, profesionalismo, honradez, lealtad,
imparcialidad, integridad, rendición de cuen-
tas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio
público. Para la efectiva aplicación de dichos
principios, los Servidores Públicos observarán
las siguientes directrices:

III. Satisfacer el interés superior de las necesi-
dades colectivas por encima de intereses parti-
culares, personales o ajenos al interés general
y bienestar de la población;

IV. Dar a las personas en general el mismo trato,
por lo que no concederán privilegios o preferen-
cias a organizaciones o personas, ni permitirán
que influencias, intereses o prejuicios indebidos
afecten su compromiso para tomar decisiones o
ejercer sus funciones de manera objetiva;

c) El principio de legalidad establecido en el artícu-
lo 16 de nuestra Constitución, que establece que la
autoridad solo puede hacer aquello para lo que está
expresamente facultada; pues en ningún artículo de
la Ley Federal de Competencia Económica se fa-
culta a su titular a expresar opiniones individuales
sobre los ámbitos de la actividad económica de la
nación o sobre los actores económicos que se des-
empeñen dentro de ellos.

d) El principio de seguridad jurídica que poseen to-
dos los entes económicos regulados por la Cofece,
cuyas investigaciones deben desarrollarse con las
formas y procedimientos previstas en la Ley, pues
al opinar a título personal sobre un agente econó-
mico regulado, la comisionada presidenta suplantó
el carácter jurídico del órgano constitucional que
encabeza, el cual sólo puede emitir opiniones, como
órgano colegiado, con base en lo que para esos efec-
tos dispone el artículo 12 fracciones XII a XV de la
Ley Federal de Competencia Económica.

Todo ello es resultado de un ejercicio irresponsable de
las funciones inherentes a su cargo, el cual debiera
ejercer con imparcialidad, legalidad, objetividad, cer-
teza, honestidad y transparencia, principios constitu-
cionales y legales que fueron abiertamente ignorados
por la Presidenta de la Cofece. 

Son tan desafortunadas sus expresiones en el artículo
periodístico antes referido, que en caso de que el órga-
no que encabeza deba conocer formalmente de algún
asunto relacionado con la materia de su colaboración
periodística, ella deberá excusarse de conocer de él, en
razón de lo que dispone el artículo 24, fracción V, de
la Ley Federal de Competencia Económica que seña-
la: 

Artículo 24. Los comisionados estarán impedidos y
deberán excusarse inmediatamente de conocer
asuntos en los que existan una o varias situacio-
nes que razonablemente le impidan resolver un
asunto de su competencia con plena independen-
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cia, profesionalismo e imparcialidad. Para efectos
de lo anterior, los Comisionados estarán impedidos
para conocer de un asunto en el que tengan interés
directo o indirecto.

Se considerará que existe interés directo o indirecto
cuando un Comisionado:

V. Haya fijado pública e inequívocamente el sen-
tido de su voto antes de que el Pleno resuelva el
asunto.

En este caso es por demás evidente que la comisionada
presidenta ha expresado claramente su posición en con-
tra de uno de los actores que la Comisión debe regular,
poniendo en tela de juicio la imparcialidad y la objeti-
vidad de cualquier análisis o resolución que sobre la
materia que aborda el presente instrumento llegue a re-
alizar la Comisión Federal de Competencia Económica. 

Ello también constituye una responsabilidad prevista
por la Ley General de Responsabilidades Administra-
tivas, que tipifica tales conductas como lo que son: un
conflicto de interés que debería ser investigado de ofi-
cio por la Secretaría de la Función Pública y por el ór-
gano interno de control de la propia Cofece.

Sin embargo, la titularidad formal de este último se en-
cuentra vacante desde enero de 2017 en razón de que
la Cámara de Diputados no pudo consumar durante la
legislatura pasada el proceso de designación previsto
en la Constitución y en la Ley Federal de Competen-
cia Económica, por haberse presentado un amparo que
detuvo el proceso.

Ante la falta de un titular formalmente designado, el
pleno de la Comisión ha designado a un encargado
provisional, que no garantiza en modo alguno la im-
parcialidad que requiere esa función, pues su nombra-
miento fue hecho por los actuales comisionados y no
por la pluralidad colegiada y la mayoría calificada par-
lamentaria que exigen la constitución y la ley. 

Por ello, sabiendo que el amparo que detuvo el proce-
so iniciado la legislatura pasada para la designación
del contralor interno de la Comisión ha sido finalmen-
te superado, y sabiendo también que se han presenta-
do recursos en contra de las acciones de la comisiona-
da presidenta que debe conocer, sustanciar y resolver
el órgano interno de control de la Comisión, es de fun-

damental importancia reanudar de inmediato el proce-
so de designación de ese contralor interno.

Expresiones como la que hemos comentado ponen en
entredicho la autonomía real de los órganos regulado-
res del Estado mexicano ya que no sabemos quién o
quienes podrían estar detrás de esta aparente defensa
de intereses particulares; tendríamos que preguntarnos
qué personajes oscuros, públicos o privados del pasa-
do, colocaron en su lugar a la Comisionada Presidenta
de la Cofece para utilizarla ahora en la defensa de sus
privilegios económicos y financieros. 

Considerando que la comisionada presidenta es una
experta en las materias que aborda la Cofece, cabría
incluso suponer dolo en sus expresiones a favor y en
contra de actores económicos regulados.

Con sus opiniones sesgadas y parciales, pareciera que
la comisionada presidenta de Cofece defiende intere-
ses privados y de grupo y apoya de manera directa a
las instituciones oligopólicas extranjeras que se des-
arrollan en el sistema financiero mexicano para que
continúen acaparando la mayoría de los servicios ban-
carios de dispersión de recursos del gobierno federal,
sin dar oportunidad a que el mercado financiero pueda
mejorar sus condiciones de competencia real. 

En este contexto, como diputados federales que apro-
bamos los recursos presupuestales para los programas
sociales del actual gobierno, dejamos claro que vamos
a dar la batalla en el terreno de la ley y en el de las res-
ponsabilidades políticas y administrativas públicas por
apoyar el mejor uso y destino de los recursos públicos
para programas sociales, atendiendo a que sean aplica-
dos con el mayor rendimiento social posible, logrando
la mayor efectividad en su uso y generando el menor
costo posible en su distribución a la sociedad.

Es del dominio público que el presidente de la Repú-
blica ha anunciado que la dispersión de los recursos de
los programas sociales la hará únicamente el Banco
del Bienestar, tan pronto integre la estructura mínima
necesaria para poder hacerlo, lo que muestra el claro
compromiso del gobierno federal por canalizar, con el
menor costo posible, los recursos de estos importantes
programas.

Es momento de comprometernos con la defensa y rei-
vindicación de estos programas y de los procedimien-
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tos que el gobierno federal ha diseñado para su instru-
mentación y los cuales se enmarcan y sustentan plena-
mente en lo que dicta la Ley.

Por todo ello y 

Considerando

Que el párrafo décimo cuarto del artículo 28 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos señala que:

“El Estado contará con una Comisión Federal de
Competencia Económica, que será un órgano autó-
nomo, con personalidad jurídica y patrimonio pro-
pio, que tendrá por objeto garantizar la libre com-
petencia y concurrencia, así como prevenir,
investigar y combatir los monopolios, las prácticas
monopólicas, las concentraciones y demás restric-
ciones al funcionamiento eficiente de los mercados,
en los términos que establecen esta Constitución y
las leyes.”

Que el mismo dispositivo constitucional señala en su
párrafo vigésimo que la Comisión Federal de Compe-
tencia Económica deberá ser “independiente”, “profe-
sional en su desempeño” e “imparcial en sus actuacio-
nes”, mismos principios que se establecen en el
artículo 10 de la Ley Federal de Competencia Econó-
mica;

Que el artículo 93 constitucional, en su segundo párra-
fo, faculta a ambas Cámaras del Congreso de la Unión
a citar a comparecer a las y los titulares de órganos
constitucionales autónomos al establecer que: 

Artículo 93. …

Cualquiera de las Cámaras podrá convocar a los se-
cretarios de Estado, a los directores y administrado-
res de las entidades paraestatales, así como a los ti-
tulares de los órganos autónomos, para que
informen bajo protesta de decir verdad, cuando se
discuta una ley o se estudie un negocio concernien-
te a sus respectivos ramos o actividades o para que
respondan a interpelaciones o preguntas.

Que el artículo 3, fracción VI, de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas define el conflicto
de interés de un servidor público como: 

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá
por:

VI. Conflicto de Interés: La posible afectación del
desempeño imparcial y objetivo de las funciones de
los Servidores Públicos en razón de intereses perso-
nales, familiares o de negocios;

Que conforme a lo establecido por el artículo 91 de la
misma norma, la Secretaría de la Función Pública tie-
ne la facultad de iniciar de oficio investigaciones por
faltas administrativas como el señalado conflicto de
interés al establecer que:

Artículo 91. La investigación por la presunta res-
ponsabilidad de faltas administrativas iniciará de
oficio, por denuncia o derivado de las auditorías
practicadas por parte de las autoridades competen-
tes o, en su caso, de auditores externos.

Que el artículo 6, numeral 1, fracción I del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados señala que: 

Artículo 6.

1. Serán derechos de los diputados y diputadas:

I. Iniciar leyes, decretos y presentar proposiciones
ante la Cámara;

Que el artículo 124 numeral 3 del Reglamento de la
Cámara de Diputados señala que: 

Artículo 124.

3. El pleno podrá acordar que sean citados a com-
parecer el Titular u otros servidores públicos de los
órganos autónomos de carácter constitucional.

Que el artículo 198, numeral 1, del mismo ordena-
miento establece que: 

Artículo 198.

1. Las comisiones podrán solicitar comparecencias,
a solicitud de uno o más de sus integrantes, con los
servidores públicos a que hacen alusión los artícu-
los 69 y 93 de la Constitución, a fin de ilustrar su
juicio en el despacho de los asuntos que se les en-
comienden.
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Que es indispensable que esta Cámara de Diputados,
en uso pleno de sus facultades soberanas, llame a com-
parecer a la titular de la Comisión Federal de Compe-
tencia Económica, para que explique a esta represen-
tación nacional las razones y los motivos por los que
en abierta violación de los principios constitucionales
y legales de imparcialidad, legalidad, objetividad, cer-
teza, honestidad y transparencia que deben orientar el
ejercicio de su encargo y en su carácter de Comisiona-
da Presidenta de la Comisión Federal de Competencia
Económica, emitió opiniones individuales públicas en
contra de uno de los actores económicos que debe re-
gular;

Que en este sentido es indispensable que la titular del
órgano que por disposición constitucional debe ser el
garante de la imparcialidad y equidad en la regulación
de las actividades económicas nacionales, explique
con claridad las razones por las que emitió sus juicios
y apreciaciones basándolas en “datos públicos”, una
“entrevista” e “información disponible”, ignorando los
procedimientos que ese órgano constitucional autóno-
mo debe llevar a cabo por mandato de ley para alle-
garse de información en caso de que aborde la investi-
gación de algún asunto que requiera de su
intervención, previo a emitir cualquier opinión, las que
-en todo caso- debe suscribir el pleno de la Comisión
como órgano colegiado;

Que es igualmente necesario que a efecto de garanti-
zar un análisis y un debate público objetivo e informa-
do sobre el tema que es materia del presente punto de
acuerdo, esta soberanía solicite respetuosamente a la
Comisión Federal de Competencia Económica que co-
mo órgano garante de la imparcialidad en la supervi-
sión y regulación del sistema económico nacional, se
pronuncie respecto a este tema, llevando a cabo una
amplia y minuciosa investigación sobre los contratos y
programas de dispersión de fondos públicos a través
de instituciones bancarias del país, sea cual fuere su
naturaleza, ya sea para el pago de las nóminas de ser-
vidores públicos de la administración pública de los
tres niveles de gobierno, para la ministración de recur-
sos federales a tesorerías estatales o para la entrega di-
recta de recursos federales de programas sociales y so-
bre los efectos de ello en la concentración de los
servicios bancarios en el país.

Se somete a la consideración de esta honorable Asam-
blea, la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta a la Comisión de Economía, Comercio
y Competitividad de esta soberanía a invitar a una reu-
nión de trabajo a la titular de la Comisión Federal de
Competencia Económica, Alejandra Palacios Prieto, a
efecto de que explique el sentido de sus opiniones co-
mo presidenta de la Comisión Federal de Competencia
Económica en relación con que la instrumentación de
un proceso legal de adjudicación un contrato para la
dispersión de recursos públicos a través de institucio-
nes no dominantes del sistema bancario nacional im-
plica “el riesgo de provocar una situación permanente
de falta de competencia en un mercado”.

Igualmente, se solicita haga públicas las acciones y
medidas que haya llevado a cabo la Cofece en cumpli-
miento del artículo Quinto Transitorio, fracción I, del
Decreto publicado el 10 de enero de 2014 en el Diario
Oficial de la Federación, particularmente en lo relati-
vo al mandato conferido para: “… ejercer las demás
atribuciones que le confiere la Ley Federal de Compe-
tencia Económica a fin de evitar prácticas monopóli-
cas, concentraciones y demás restricciones al funcio-
namiento eficiente de los mercados en este sistema,
incluyendo, según corresponda, ordenar medidas para
eliminar las barreras a la competencia y la libre con-
currencia; ordenar la desincorporación de activos, de-
rechos, partes sociales o acciones de los agentes eco-
nómicos, en las proporciones necesarias para eliminar
efectos anticompetitivos, y el resto de las medidas fa-
cultadas por la Constitución y la ley de la materia”

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de la Función Pú-
blica a que en los términos de lo dispuesto por los ar-
tículo 3, fracción VI, y 91 de la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, inicie de oficio un
procedimiento de investigación por conflicto de inte-
rés de la Alejandra Palacios Prieto, comisionada presi-
denta de la Comisión Federal de Competencia Econó-
mica, ante la promoción por comparación que hizo de
la institución bancaria BBVA Bancomer, en el texto de
su autoría publicado por un diario de circulación na-
cional el pasado 24 de enero. 

Tercero. Se solicita a la Comisión Federal de Compe-
tencia Económica que, conforme a las facultades que le
confiere el artículo 12, fracción XIV, y en su caso, el ar-
tículo 28 de la Ley Federal de Competencia Económi-
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ca, inicie de inmediato un proceso de investigación so-
bre los programas de dispersión de recursos públicos en
el actual y anteriores gobiernos federales, sea cual fue-
re su objeto, y sobre los efectos que estos hayan tenido
en la concentración del sistema bancario mexicano.

Cuarto. Se solicita respetuosamente a la Junta de Coor-
dinación Política de esta Cámara de Diputados, que lle-
ve a cabo las acciones necesarias para concluir el proce-
so de designación del titular interno de control de la
Comisión Federal de Competencia Económica, iniciado
durante la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión. 

Notas

1 Periódico Reforma. Jueves 24 de enero de 2019. Sección Nego-

cios. Página 5. 

https://www.reforma.com/edicionimpresa/aplicacionei/Pagina.ht

ml?c=a

2 Intervención de Marcos Martínez Gavica, presidente de la Aso-

ciación de Bancos de México en la presentación del Programa de

Impulso al Sector Financiero el pasado: “Disminuir el efectivo pa-

ra combatir la corrupción, encontrar medios para ser más eficaces

en la distribución de los servicios o de los programas sociales; los

programas actualmente tienen un costo de distribución muy, muy

alto, tienen un costo de distribución entre el 20 y el 30 por ciento

del monto total de los servicios, esto es porque la forma de entre-

garse es cara, no es lo más eficiente.” 

https://www.gob.mx/presidencia/prensa/diversas-intervenciones-

durante-la-presentacion-del-programa-de-impulso-al-sector-finan-

ciero?idiom=es

3 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5329408&fe-

cha=10/01/2014

4 https://www.cofece.mx/cofece/images/Estudios/ResumenEjecu-

tivo26-09-14.pdf

5 http://gaceta.diputados.gob.mx/Gaceta/62/2014/jul/E.S.F.Cofe-

ce-20140725.pdf

6 https://www.notimx.mx/2018/12/abm-comprometida-con-el-

desarrollo-y.html

https://www.eleconomista.com.mx/sectorfinanciero/Bancos-parti-

ciparan-en-programa-Jovenes-Construyendo-el-Futuro-20181214-

0008.html

https://www.jornada.com.mx/ultimas/2018/12/13/abm-expresa-

compromiso-con-proyecto-por-la-juventud-8805.html

7 https://lopezobrador.org.mx/2019/01/14/version-estenografica-

de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-ma-

nuel-lopez-obrador-22/

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión a los siete dí-
as de febrero de 2019.

Diputado Francisco Elizondo Garrido (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA A LA

STPS A HACER PÚBLICOS EL ALCANCE Y LOS MECANIS-
MOS DE CUMPLIMIENTO PARA LA OPERACIÓN DEL PRO-
GRAMA JÓVENES CONSTRUYENDO EL FUTURO, A CARGO

DE LA DIPUTADA DULCE MARÍA SAURI RIANCHO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Los que suscribimos, diputadas y diputados federales
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional en la LXIV Legislatura, con
fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y
79, numeral 2, fracciones IV, V y VI, y demás aplica-
bles del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
metemos a la consideración de la honorable asamblea
la presente proposición con punto de acuerdo con ba-
se en las siguientes

Consideraciones

Que durante su campaña política y a través de su Pro-

yecto Alternativo de Nación el hoy presidente Lic. An-
drés Manuel López Obrador, anunció un programa pa-
ra 2 millones 300 mil jóvenes que no estudian, ni
han tenido acceso al mercado de trabajo y a los que se
les ofrecería puestos de trabajo en todo el país y deter-
minar su ubicación en el programa de empleo como
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aprendices en empresas pequeñas, medianas o gran-
des, tanto del sector público como del privado. El in-
greso para esos jóvenes se dijo, sería equivalente a 1.5
salarios mínimos, aproximadamente 3,600.00 pesos.1

Ya como Presidente electo, insistió y tuvo reuniones
con empresarios, como la del 4 de julio de 2018 con el
Consejo Coordinador Empresarial, donde anunció un
acuerdo con los empresarios para ofrecer becas y tra-
bajo en prácticas a 2.6 millones de jóvenes, a través de
un programa al que destinarían 110, mil millones de
pesos (más de 5 mil 600 millones de dólares).2

Desde esos anuncios, algunos empresarios como en el
estado de Jalisco, se preocuparon por la infraestructu-
ra para llevar a cabo el programa y la necesidad de afi-
nar su instrumentación, con el propósito de evitar du-
plicidades con los apoyos de empleo de los estados, y
la posible discrecionalidad de los recursos en su ejer-
cicio.3

Ante tales preocupaciones, el 7 de septiembre de 2018,
en una gira por Nuevo León, ante empresarios, el Pre-
sidente electo, se pronunció porque el pago de 3 mil
600 pesos mensuales que se prometió para los jóve-
nes que ni estudian, ni trabajan, serían recursos en-

tregados a las empresas y no directamente a los jóve-

nes.4

En la presentación del proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación en diciembre de 2018, se
asignaron recursos por 40 mil millones de pesos pa-
ra el Jóvenes construyendo el futuro, en su modali-
dad de primer empleo, asignados directamente a la
Subsecretaría de Empleo y Productividad Laboral
de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

Se trató de un presupuesto menor al anunciado ini-
cialmente de 110 mil millones de pesos, pero bas-
tante sustantivo, si se toma en cuenta que a la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México se le
regateó un presupuesto de 39 mil millones de pesos
para 2019, o que al Conacyt se le autorizaron, ape-
nas 24 mil millones de pesos; a Cultura, casi 13 mil
millones de pesos; y a Turismo, poco más de 8 mil
700 millones de pesos.5

También es de llamar la atención que la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, que apenas cuenta con
un presupuesto histórico de menos de 4 mil mi-

llones de pesos, tenga un incremento de más de
900% y alcance los 43 mil millones de pesos, por la
integración de este Programa y que no parece viable,
que cuente con la capacidad e infraestructura adminis-
trativa para manejarlo.

Pero lo que todavía más llamó la atención, es que el pre-
supuesto de 40 mil millones de pesos, se haya autoriza-
do a una sola unidad administrativa: la Subsecretaría de

Empleo y Productividad Laboral y a través de una cla-
sificación del gasto de subsidios y ello es relevante
porque el artículo 75 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPyRH),
establece que todos los subsidios deberán sujetarse a
los criterios de objetividad, equidad, transparencia,
publicidad, selectividad y temporalidad.

En tal sentido las dependencias que los manejen de-
ben: 

• Identificar con precisión la población objetivo,
tanto por grupo específico como por región del
país, entidad federativa y municipio; 

• Prever montos máximos por beneficiario y por
porcentaje del costo total del programa. 

• Garantizar que los recursos se canalicen exclu-
sivamente a la población objetivo y asegurar que
el mecanismo de distribución, operación y admi-
nistración facilite la obtención de información y
la evaluación de los beneficios económicos y so-
ciales de su asignación y aplicación;

• Buscar fuentes alternativas de ingresos para lo-
grar una mayor autosuficiencia y una disminu-
ción o cancelación de los apoyos con cargo a re-
cursos presupuestarios;

• Asegurar la coordinación de acciones entre de-
pendencias y entidades, para evitar duplicación
en el ejercicio de los recursos y reducir gastos ad-
ministrativos.

Y a la fecha no se ha hecho explicito el desglose por
entidad federativa de estos recursos.

Desde el proceso de aprobación del Presupuesto de
Egresos de la Federación 2019, se hizo hincapié en
la necesidad de establecer Reglas de Operación pa-
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ra un programa de tales dimensiones y que involu-
cra un gasto tan alto en toda la República, porque
en el Presupuesto enviado por el Ejecutivo, el Pro-
grama de Jóvenes construyendo el futuro, no se in-

cluyó en el anexo respectivo de los programas obli-

gados a contar con Reglas de operación.

Y específicamente el artículo 77 de la LFPyRH esta-
blece que las dependencias, serán responsables de
emitir las reglas de operación de los programas que
inicien su operación en el ejercicio fiscal siguiente
previa autorización presupuestaria de la SHCP y
dictamen de la Comisión Federal de Mejora Regu-
latoria y con un procedimiento que puede sintetizarse
de la siguiente forma:

– Las reglas de operación deben contener los linea-
mientos, metodologías, procedimientos, manuales,
formatos, modelos de convenio, convocatorias y
cualesquiera de naturaleza análoga;

– Deben establecer los criterios de selección de los
beneficiarios, instituciones o localidades objetivo.
Estos deben ser precisos, definibles, mensurables y
objetivos;

– Debe describirse completamente el mecanismo de
selección o asignación, con reglas claras y consis-
tentes con los objetivos de política del programa,
para ello deberán anexar un diagrama de flujo del
proceso de selección;

– Para todos los trámites deberá especificarse tex-
tualmente el nombre del trámite que identifique la
acción a realizar;

– Deben publicarse en el Diario Oficial de la Fede-
ración las reglas de operación de programas nuevos.

– Y lo más importante: las dependencias deben
realizar una evaluación de resultados de los pro-
gramas sujetos a reglas de operación, por con-
ducto de expertos, instituciones académicas y de
investigación u organismos especializados, de ca-
rácter nacional o internacional, que cuenten con
reconocimiento y experiencia en las respectivas
materias de los programas. Las dependencias y
entidades deben reportar el resultado de las eva-
luaciones en los informes trimestrales que co-
rrespondan.

En todo caso, el artículo décimo tercero transitorio
del Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federa-

ción para el ejercicio fiscal 2019, estableció que, con
el objeto de asegurar que el ejercicio de los recursos
públicos se realice con eficiencia, eficacia, economía,
honradez, transparencia, control y rendición de cuen-
tas, los programas de subsidios implementados por
la presente administración del Ejecutivo Federal y
que han sido autorizados en el presente Decreto,
deberán contar con reglas de operación a más tardar
el último día del mes de febrero de 2019 en los térmi-
nos del artículo 77 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria. 

Ahora bien, el pasado día 10 de enero de 2019, se
publicaron en el Diario Oficial de la Federación los
Lineamientos para la operación del Programa Jóve-

nes Construyendo el Futuro, y si bien se perfila un es-
quema de menor discrecionalidad de la operación del
Programa que el que se avizoraba, genera aun dema-
siadas dudas y no pueden de ninguna manera susti-
tuir o pretender pasar por Reglas de Operación,
debido, entre otras cosas, a que:

1. Después de muchos meses de estarlo anunciando,
aun no queda claro cuales instancias serán las
que operen dicho programa al interior de la depen-
dencia, pues en los lineamientos solamente se habla
del “Programa” en abstracto y de “las instancias de-
signadas por la STPS”, que no se precisan cuáles
son, ni sus nombres.

2. No se especifica la manera ni los modelos en
que se desarrollarán los convenios con las enti-
dades federativas, ni con otras dependencias, ni
con los centros de trabajo, para clarificar el desglo-
se de recursos por entidad federativa, asunto
obligado de acuerdo artículo 75 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y al
artículo 178 del Reglamento de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

3. No se ha evidenciado la autorización a que se
refiere el artículo 77, fracción I, de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, rela-
tiva a los programas previstos en el Presupuesto de
Egresos en donde las dependencias y entidades de-
ben manifestar que el programa no se contrapo-
ne, afecta ni presenta duplicidades con otros pro-
gramas y acciones del Gobierno Federal en cuanto
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a su diseño, beneficios, apoyos otorgados y pobla-
ción objetivo, así como que se cumplen las dispo-
siciones aplicables de acuerdo también al artículo
179 del Reglamento de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria.

4. No se detalla ni especifica información rela-
cionada con la integración, en términos de las dis-
posiciones generales aplicables, de un padrón de
los intermediarios financieros y no financieros
que participen como mecanismos de distribución
de apoyos o, en su caso, sean beneficiarios directos
de éstos, de acuerdo al artículo 177 del Reglamento
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria.

5. Dado que no se detalla cómo se operarán los re-
cursos presupuestarios a los beneficiarios, queda en
duda el cumplimiento de las obligaciones para: 

1) La aplicación de criterios de regulación
prudencial básica y normas de contabilidad
por parte de los intermediarios financieros no
regulados por la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores que pudieran participar; 

2) La generación de información que posibilite
la evaluación de la operación de los interme-
diarios que participan en el sector de ahorro
y crédito popular desde una óptica financiera en
función de los objetivos de disciplina fiscal y de
bancarización de la población de bajos ingresos; 

3) La forma de vigilancia obligada de la de-
pendencia para que los intermediarios obser-
ven la aplicación de los criterios de regulación
prudencial básica y normas de contabilidad esta-
blecidas en sus respectivas reglas de operación. 

Otro aspecto fundamental a destacar del programa y su
operación es la ausencia de un análisis y enfoque
con perspectiva de género, pues para abordar con in-
tegralidad este enfoque se requieren de diagnósticos
con mayor profundidad y no basta incorporar las fra-
ses o consignas hechas para que se alcance una verda-
dera perspectiva de género.

En los lineamientos publicados a los que nos referi-
mos, tan solo hay una mención a este enfoque, referi-
do a que “el importe de 3,600.00 pesos, se otorgará

manera igualitaria entre mujeres y hombres y con ba-
se en los parámetros que establecen los presentes Li-
neamientos y al presupuesto de egresos del ejercicio
vigente”.

Pero esta falta de enfoque es de origen, el problema
de los jóvenes que no tienen la oportunidad de es-
tudiar, ni de acceder al mercado laboral, es profun-
damente desigual, cuando se revisan las cifras y es
un asunto por demás complejo.

Según cifras del INEGI, del total de la población entre
15 y 29 años de edad, que no estudia ni trabaja y que
aproximadamente alcanza los 6.3 millones, el abruma-
dor 81% corresponde a mujeres que rondan los 5.2 mi-
llones y el restante 19% corresponde a varones.6

El asunto se complejiza si analizamos las fuentes y
maneras en que estos jóvenes ocupan el tiempo para
buscar empleo y realizar actividades, porque resulta
también que abrumadoramente las jóvenes mujeres re-
alizan trabajo doméstico, mientras una mínima mino-
ría de jóvenes hombres lo hacen.

Si no le damos una correcta e integral perspectiva
de género a un problema tan desigual y tan comple-
jo, vamos a correr el riesgo de condenar a esas mu-
jeres jóvenes a que realicen trabajo y actividades
domésticas y en ello sigan invirtiendo la mayor par-
te de su tiempo y oportunidades, mientras que sola-
mente los varones puedan obtener mayores habili-
dades para su capacitación, y nada de ello se ha
mencionado, ni el diagnóstico ni en la operación del
programa.

Este programa que tiene buenas intenciones, creo que
ha carecido de enfoques adecuados y realmente preo-
cupa porque se trata de un programa prioritario y de
un programa con muchos recursos económicos
asignados, en donde la Secretaría de Hacienda pa-
rece no estar o no querer estar presente y hacen fal-
ta revisar: los mecanismos financieros, hacendarios,

presupuestales, de rendición de cuentas y de perspec-

tiva de género, en una política pública de primera
importancia

Por todo lo anteriormente expuesto, la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión aprueba
el siguiente
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Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social a difundir un informe detallado para
explicar los siguientes aspectos del programa “Jóvenes
Construyendo el Futuro”:

1) Criterios utilizados para la determinación de la
población objetivo, principalmente aquellos rela-
cionados con la perspectiva de género y datos socio
demográficos disponibles. 

2) Especificar cuáles son las empresas receptoras,
los criterios y mecanismos utilizados para determi-
nar su integración al programa, cuáles son los es-
tándares mínimos requeridos que deben tener di-
chas empresas.

3) El alcance y mecanismos de cumplimiento para
la operación del programa, particularmente: 

a. Cuáles son las instancias designadas por la
STPS que estarán facultadas para operarlo.

b. Cuáles son los modelos en que se desarrolla-
rán los convenios con las entidades federativas,
con otras dependencias y con los centros de tra-
bajo, así como el desglose de recursos por enti-
dad federativa de conformidad con el artículo 75
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria y al artículo 178 del Regla-
mento de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria.

c. Dar claridad respecto de la autorización a que
se refiere el artículo 77, fracción I, de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, relativa a los programas previstos en el
Presupuesto de Egresos en donde las dependen-
cias y entidades deben manifestar que el progra-
ma no se contrapone, afecta ni presenta duplici-
dades con otros programas y acciones del
Gobierno Federal en cuanto a su diseño, benefi-
cios, apoyos otorgados y población objetivo, así
como que se cumplen las disposiciones aplica-
bles de acuerdo al artículo 179 del Reglamento
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria.

d. Especificar la información relacionada con la
integración, en términos de las disposiciones ge-
nerales aplicables, de un padrón de los interme-
diarios financieros y no financieros que partici-
pen como mecanismos de distribución de
apoyos o, en su caso, sean beneficiarios directos
de éstos, de acuerdo al artículo 177 del Regla-
mento de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria.

4) Respecto de las obligaciones relacionadas para la
operación de los recursos presupuestarios a los be-

neficiarios: 

a. Cuáles son los criterios de regulación pruden-
cial básica y normas de contabilidad por parte de
los intermediarios financieros no regulados por
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores que
pudieran participar; 

b. Información que posibilite la evaluación de la
operación de los intermediarios que participan
en el sector de ahorro y crédito popular desde
una óptica financiera en función de los objetivos
de disciplina fiscal y de bancarización de la po-
blación de bajos ingresos; 

c. La forma de vigilancia obligada de la depen-
dencia para que los intermediarios observen la
aplicación de los criterios de regulación pruden-
cial básica y normas de contabilidad estableci-
das en sus respectivas reglas de operación. 

Fuentes consultadas
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mar-a-representantes-de-consejo-coordinador-empresarial

3 https://www.informador.mx/economia/Empresarios-locales-apo-

yan-politicas-de-AMLO-20180705-0037.html

4 https://www.laotraopinion.com.mx/no-habra-ayudas-a-ninis-se-

ra-subvencion-a-empresas-amlo.

5http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/PEF_2019_2812
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http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPRH_301215.p

df

Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto Responsabilidad

Hacendaria. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/regley/Reg_LFPRH_3

00316.pdf

6 Inegi, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2do. Trimes-

tre 2016.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, a los 7 días
del mes de febrero de 2019.

Diputada Dulce María Sauri Riancho (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA

SHCP A TRANSPARENTAR Y GARANTIZAR LA MÁXIMA PU-
BLICIDAD DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO Y LOS COS-
TOS DERIVADOS DE LA ESTANCIA DEL AVIÓN PRESIDEN-
CIAL JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN Y OTRAS NAVES

MEXICANAS EN EL AEROPUERTO VICTORVILLE AIRPORT,
EN SAN BERNARDINO, CALIFORNIA, EUA, PARA SU

PUESTA EN VENTA, A CARGO DE LA DIPUTADA ANILÚ IN-
GRAM VALLINES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

La que suscribe, Anilú Ingram Vallines, diputada fede-
ral integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional en la LXIV Legislatura, con
fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y
79, numeral 2, fracción II, y demás aplicables del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de la honorable asamblea la presente propo-
sición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Después de la toma de protesta de Andrés Manuel Ló-
pez Obrador como presidente de la República, el pasa-
do primero de diciembre, ratificó su decisión de ven-
der el avión presidencial TP-01 Boeing 787, José
María Morelos y Pavón, cuya adquisición se anunció
en 2012, durante la administración del expresidente
Felipe Calderón Hinojosa. 

De acuerdo con información oficial sobre el Presu-
puesto de Egresos de la Federación de 2018, el avión
comprado a través del Banco Nacional de Obras y
Servicios (Banobras) tuvo un costo total de poco más
de 7 mil 560 millones de pesos.1

La adquisición de la aeronave se realizó a un horizon-
te de 15 años, que incluía pagos anuales promedio de
45 millones de pesos en operación y mantenimiento y
pagos anuales de arrendamiento entre 4.6 y 451.4 mi-
llones de pesos. 

Es importante recordar que a partir del trágico acci-
dente del entonces secretario de Gobernación, Francis-
co Blake Mora, a bordo de un helicóptero del Estado
Mayor Presidencial, ocurrido el 11 de noviembre de
2011, la Cámara de Diputados exhortó al gobierno fe-
deral para que realizará las adecuaciones presupuesta-
rias conducentes para renovar el avión, así como el
resto de las aeronaves asignadas a la Presidencia de la
República, con objeto de garantizar la seguridad del
presidente de la República y los secretarios de despa-
cho de la administración pública federal, mismo que
fue incluido en el séptimo párrafo del artículo tercero
transitorio del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 2012.2

A partir de este exhorto iniciaron los estudios y la eva-
luación para la adquisición del avión presidencial y
por ser un tema de seguridad nacional, fue la Secreta-
ría de la Defensa Nacional quien definió los requeri-
mientos de la aeronave.

Se optó por el Boeing 787-8, entre otros aspectos, por-
que ofrece mayor autonomía de vuelo; tiene un alcan-
ce de 13,900 kilómetros, lo que le permite volar sin es-
calas a cualquier destino de los continentes
Americano, Europeo, Africano en su región norocci-
dental, así como algunos de la parte oriental y occi-
dental de Asia y de la parte oriental de Oceanía; con-
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sume hasta 20 por ciento menos combustible que otros
aviones de su categoría; produce 60 por ciento menos
contaminación sonora que aviones similares y está
equipado con motores General Electric de última ge-
neración diseñados para volar 20 mil horas o 16 años
antes de su primera revisión mayor.

En 2015, ante un eminente ajuste presupuestal, el pre-
sidente de la Republica solicitó un estudio para contar
con elementos que le permitirán tomar la decisión de
mantener o vender el avión presidencial.

El estudio realizado por la empresa internacional As-
cend Flightglobal Consultancy, concluyó que, dados
los precios del mercado y las especificaciones con las
que fue construida, se recomendaba conservar el avión
para su uso en actividades gubernamentales.3

La venta del avión representaría una pérdida impor-
tante para el erario. El mismo documento señala que
por la venta México podría perder hasta 137 millones
de dólares. 

Asimismo, dicho estudio y avalúo de mercado, reveló
que recomercializar y vender con éxito el avión presi-
dencial podría ser difícil. Una consideración especial
era el tiempo de comercialización disponible; en gene-
ral, se necesitarían 12 meses como mínimo. 

En este contexto, Ascend recomendó aceptar la entre-
ga y conservar para operación la aeronave Boeing
787-8 existente, MSN 40695, para servicio de la Fuer-
za Aérea Mexicana/Gobierno de México durante el fu-
turo previsible.

En repetidas ocasiones, expertos en la materia han ad-
vertido que la venta de la aeronave podría representar
una mayor pérdida debido ya que el valor de venta ten-
dría que estar muy por debajo del precio al que fue ad-
quirido en principio. A pesar de ello, el pasado 3 de di-
ciembre, el avión presidencial arribó al aeropuerto
Victorville Airport, junto con otros 60 aviones y 70 he-
licópteros del gobierno federal, los cuales, de acuerdo
con el secretario de Comunicaciones y Transportes, Ja-
vier Jiménez Espriú, también serán puestos a la venta.

Aunado a esto, el gobierno federal ha omitido mencio-
nar los costos que se generarán por mantener las aero-
naves en el aeropuerto a donde fueron trasladados y
por su mantenimiento hasta que sean vendidos. 

De permanecer más tiempo en espera de ser vendido, las
pérdidas generadas aumentarían de forma considerable,
y no sólo se trata de una aeronave sino 131 unidades. 

Hasta ahora, las decisiones que ha tomado el gobierno
federal han generado incertidumbre en la economía y
comprometido recursos de las finanzas públicas. 

El proceso de consolidación democrática de nuestro
país demanda un ejercicio de transparencia y rendición
de cuentas, elementos imprescindibles para combatir
la corrupción. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que trans-
parente y garantice la máxima publicidad del contrato de
arrendamiento y los costos derivados de la estancia del
avión presidencial, José María Morelos y Pavón, y otras
aeronaves mexicanas, en el aeropuerto Victorville Airport,
ubicado en el condado de San Bernardino del estado de
California, Estados Unidos, para su puesta en venta.

Notas

1 Presupuesto de Egresos de la Federación de 2018. Programas y

Proyectos de Inversión, [en línea], disponible en 

https://www.pef.hacienda.gob.mx/work/models/PEF2018/docs/07

/r07_pir.pdf

2 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5226418&fe-

cha=12/12/2011

3 Avalúo y Estudio de Mercado de una Aeronave Boeing 787-8,

MSN 10695, ASCEND Flightglobal Consultancy, [en línea], dis-

ponible en 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/47851/As-

cend_Reporte_P_blico_Espa_ol_vf.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 7 de febrero de 2019.

Diputada Anilú Ingram Vallines (rúbrica)
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Efemérides

CON MOTIVO DEL 4 DE FEBRERO, DÍA MUNDIAL CONTRA

EL CÁNCER, A CARGO DEL DIPUTADO ÉCTOR JAIME RA-
MÍREZ BARBA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Compañeras y compañeros

El cáncer, como se ha señalado, es un proceso de cre-
cimiento y diseminación incontrolada de células anor-
males. Puede aparecer en cualquier parte del cuerpo e
invadir el tejido circundante y puede provocar metás-
tasis en puntos distantes del organismo.

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud1,
cáncer es un término genérico para un grupo de más de
cien enfermedades que pueden afectar a cualquier par-
te del organismo, pero los más letales son los de pul-
món, estómago, hígado, colon y mama.

En la mayoría de los casos se trata de padecimientos
crónico-degenerativos, por lo tanto, sus incidencias y
tasas de mortalidad tienden a incrementarse con la
edad. Asimismo, se han identificado tipos de cáncer
más comunes en mujeres que en hombres y viceversa,
así como otros exclusivos por sexo.

Muchos tipos de cáncer se podrían prevenir evitando
la exposición a factores de riesgo comunes como el
humo de tabaco; además, un porcentaje importante de
cánceres pueden curarse mediante cirugía, radiotera-
pia o quimioterapia, especialmente si se detectan en
una fase temprana.

De ahí la importancia de enfatizar que la mayoría de
los tipos de cáncer son curables o tratables si se detec-
tan a tiempo y permiten una atención oportuna. Las ac-
ciones de prevención resultan cruciales para la reduc-
ción de la mortandad por esta enfermedad.

Por ello, en el marco de este 4 de febrero Día Mundial con-
tra el Cáncer, la Cámara de Diputados debería pronuncia-
se firmemente por el fortalecimiento del enfoque preventi-
vo en las acciones de salud contra este padecimiento.

La Organización Mundial de la Salud, ha señalado que
la mortalidad por cáncer se podría reducir si lo gramos
la instrumentación de dos actividades básicas de de-
tección temprana:

En primer lugar, el “diagnóstico temprano”, que con-
siste en conocer los signos y síntomas iniciales para
facilitar el diagnóstico y el tratamiento antes de que la
enfermedad alcance una fase avanzada.

En segundo lugar, el “cribado”, que es la aplicación
sistemática de una prueba de detección en una pobla-
ción asintomática, para descubrir anomalías indicati-
vas de una lesión precancerosa.

La inspección visual con ácido acético y el frotis de
Papanicolaou, así como, la autoexploración de mamas
y la mastografía, que son pruebas relativamente senci-
llas y económicas, que podrían generar grandes bene-
ficios para miles de mujeres que hoy mueren de cán-
cer de mama y cervicouterino, por falta de acceso
oportuno a dichas pruebas.

No olvidemos que, en nuestro país, el cáncer es la ter-
cera causa de muerte2 y se estima que cada año se de-
tectan ciento cuarenta y ocho mil casos nuevos. Apro-
ximadamente cincuenta y tres por ciento fallece por
esa enfermedad.

Del total de defunciones de la población mayor de
veinte años 12 por ciento3 se debió a algún tumor y de
estos tumores 93.7 por ciento eran malignos.

En promedio el 44.3 por ciento de los nuevos casos de
cáncer afectan a la población masculina y 55.7 por
ciento a la población femenina. Es importante destacar
que, según la Secretaría de Salud, el 60 por ciento de
los casos se detectan en etapas avanzadas, lo que in-
crementa las probabilidades de muerte.

Resulta imperante que las instituciones de salud del
sector público, incluyendo a los institutos de seguridad
social, realicen las acciones necesarias para que se de-
tecte y atienda oportunamente a las personas que pa-
decen cáncer o que se presume que pueden padecerlo.

Resulta inadmisible que, a los pacientes, se les poster-
guen las citas para la atención especializada hasta por
seis meses después de la consulta, en algunos casos,
esa medida administrativa podría condenarlos a com-
plicaciones y a una muerte inminente.

Se requiere fortalecer las acciones de coordinación en-
tre las instituciones de salud, para impulsar acciones
más efectivas.
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Nuestro grupo parlamentario asume el compromiso y
la responsabilidad de que con su trabajo legislativo
buscará coadyuvar al perfeccionamiento del marco ju-
rídico y a vigilar su cumplimiento, a fin de contribuir
a reducir la alta incidencia de muertes por falta de ac-
ceso a la detección y atención oportuna o, la ausencia
de tratamiento adecuado.

Consideramos que ésta es la mejor manera de honrar
el Día Mundial contra el Cáncer, y hacemos un llama-
do a unir esfuerzos entre el gobierno, las organizacio-
nes no gubernamentales y los grupos de la sociedad ci-
vil, así como al sector privado, para promover
acciones e inversiones en áreas como promoción de
estilos de vida saludables, tamizaje y detección opor-
tuna del cáncer, mejoras en los tratamientos, y cuando
sea necesario en cuidados paliativos.

Los legisladores de Acción Nacional consideramos ur-
gente que desde el gobierno federal se establezca un

sistema efectivo para la detección temprana del cán-
cer, que incorpore acciones de detección temprana y
cribado.

Notas

1 https://www.who.int/topics/cancer/es/

2 http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/salade-
prensa/aproposito/2017/muertos2017_Nal.pdf

3 Características de las defunciones registradas en México duran-

te 2017, INEGI, Comunicado de Prensa núm. 525/18 31 de octu-

bre de 2018.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de febrero de 2019.

Diputado Éctor Jaime Ramirez Barba (rúbrica)
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